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Actividades

 VISITA A LA FRONTERA NORTE PARA
 
SUPERVISAR LOS DERECHOS HUMANOS
 

DE LOS CONNACIONALES
 

Con motivo de las fiestas de fin de año, en diciembre de 2000 el doctor José Luis Soberanes Fernán­
dez, Presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, ordenó llevar a cabo diversas vi­
sitas de supervisión en la Frontera Norte de nuestro país, con el fin de vigilar el respeto a los Dere­
chos Humanos de los migrantes que regresan al territorio nacional para compartir con sus familiares 
y amistades durante esta temporada vacacional. 

De manera coordinada, Visitadores Generales y adjuntos de la Segunda y Tercera Visitadurías de esta 
Comisión Nacional desarrollaron una amplia labor a través del “Programa Paisano”, supervisando 
los principales puntos de internación a México, como Ciudad Juárez, Chihuahua; Tijuana, Baja Cali­
fornia; Nogales, Sonora y Reynosa y Nuevo Laredo, Tamaulipas destacando específicamente los sitios 
de revisión instalados en aeropuertos, carreteras, puentes y garitas internacionales. 

Dentro de los servicios que se ofrecieron a los connacionales destacan la información y orientación 
respecto de su ingreso al país, la atención a sus quejas e inconformidades por abusos en las funciones 
de las autoridades migratorias, la entrega de trípticos relativos a sus derechos como migrantes y la 
asesoría en general respecto de los artículos que se permiten introducir al territorio nacional. 

Cabe hacer mención que el resultado de dicha supervisión fue sumamente positivo, en virtud de 
que los visitantes manifestaron su agrado por la presencia de este Organismo Nacional, lo que con­
tribuyó a ser más placentera y segura su estancia en México, y argumentaron que estas acciones de­
berían llevarse a cabo en todos los periodos vacacionales, en los cuales tienen oportunidad de despla­
zarse y encontrarse con sus familiares. 
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JORNADAS “TÓPICOS SELECTOS
 
EN CIENCIAS FORENSES”
 

Durante los meses de octubre a diciembre de 2000 se llevaron a cabo en esta Comisión Nacional, a través 
de la Segunda Visitaduría General, las jornadas médicas denominadas “Tópicos Selectos en Ciencias 
Forenses”, las cuales fueron dirigidas a los visitadores adjuntos que desarrollan su labor en esta Ins­
titución, con el objetivo principal de reafirmar y unificar los criterios entre los visitadores adjuntos y 
los médicos peritos que conforman el grupo interdisciplinario de este Organismo protector de los De­
rechos Humanos. Otro beneficio de dichas jornadas fue la introducción en el conocimiento para el 
desarrollo de dictámenes, informes y opiniones técnico-científicas, que permitirán al visitador adjun­
to tener una mayor comprensión de las ciencias forenses, mismas que aplicarán en las conclusiones y 
recomendaciones de los expedientes en estudio. 

Las pláticas fueron impartidas por personal profesional altamente calificado en sus respectivas 
especialidades, lo que permitió aprovecharlas de manera satisfactoria. Las pláticas se llevaron a cabo los 
días viernes, con un horario de las 16:30 a las 18:30 horas, teniendo como sede el auditorio principal de 
esta Comisión Nacional. 

Los temas sobre los que versaron las jornadas fueron diversos, entre éstos destacan: Método Cientí­
fico Aplicado en la Investigación Criminalística, Balística Forense, Certificados Médicos Legales, 
Traumatología Forense, Tratamiento Actual del Sida y Técnicas Necroquirúrgicas en Autopsia, en­
tre otros. 

Como resultado de este evento se entabló un verdadero intercambio de conocimientos e inquietudes, 
a través de las pláticas donde el expositor y los asistentes llevaron a cabo un diálogo de gran interés. 
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SE ADICIONA EL ARTÍCULO 129 BIS
 
AL REGLAMENTO INTERNO DE LA CNDH
 

Al margen un logotipo, que dice: Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 

ACUERDO DEL CONSEJO CONSULTIVO DE LA COMISIÓN NACIONAL DE LOS 
DERECHOS HUMANOS, POR EL QUE SE ADICIONA ELARTÍCULO 129 BIS AL 
REGLAMENTO INTERNO DE LA COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS 
HUMANOS. 

El Presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, José Luis Soberanes Fernández, con 
fundamento en lo dispuesto por el apartado B del artículo 102 de la Constitución Política de los Es­
tados Unidos Mexicanos, y por los artículos 6, 15, 17 y 19 de la Ley de la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos, y 15, 31, 46 y 48 de su Reglamento Interno, hace saber el siguiente: 

ACUERDO 

ÚNICO: El Consejo Consultivo de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en su sesión ordi­
naria número 141, acordó adicionar el artículo 129 bis al Reglamento Interno de la Comisión Na­
cional de los Derechos Humanos, en los siguientes términos: 

“Artículo 129 bis. La Comisión podrá emitir también Recomendaciones generales a diversas autori­
dades del país, a fin de que se promuevan los cambios y modificaciones de disposiciones normativas y 
prácticas administrativas que constituyan o propicien violaciones a los Derechos Humanos. Estas 
Recomendaciones se elaborarán de manera similar a las particulares y se fundamentarán en los 
estudios realizados por la propia Comisión en cada una de las Visitadurías, previo acuerdo del Presi­
dente. Antes de su emisión se harán del conocimiento del Consejo. Las Recomendaciones generales 
contendrán en su texto los siguientes elementos: 1. Antecedentes; 2. Situación y fundamentación jurí­
dica; 3. Observaciones, y 4. Recomendaciones. Las Recomendaciones generales no requerirán acep­
tación por parte de las autoridades a quienes vayan dirigidas y se publicarán también en la Gaceta, pero 
se contabilizarán aparte y su seguimiento será general”. 
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TRANSITORIOS
 

PRIMERO. Publíquese el presente Acuerdo en el Diario Oficial de la Federación, así como en la Gace­
ta de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 

SEGUNDO. El presente Acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 

Ciudad de México, Distrito Federal, a los trece días del mes de septiembre de dos mil. El Presi­
dente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y de su Consejo Consultivo, José Luis Sobe­
ranes Fernández. Rúbrica. 
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Recomendación 33/2000
 

Síntesis: El 28 de agosto de 1998 esta Comisión Nacional recibió, procedente de la Comisión de Defensa 
de los Derechos Humanos del Estado de Guerrero, el escrito del señor Marco Antonio López García 
y otros, mediante el cual manifestaron su inconformidad por la no aceptación, por parte del H. Congre­
so de esa Entidad Federativa, de la Recomendación 05/98, emitida por el citado Organismo Local 
protector de Derechos Humanos dentro del expediente CODDEHUM/VG/427/97. 

Del análisis de la documentación remitida, así como de la investigación realizada por este Or­
ganismo Nacional, se consideró que el agravio esgrimido por los señores Marco Antonio López García 
y otros es fundado, y el hecho de que el H. Congreso del Estado de Guerrero no haya aceptado la 
Recomendación 05/98, que le emitió la Comisión de Defensa de los Derechos Humanos de esa En­
tidad Federativa, en la cual se le sugirió que con fundamento en la Ley de Responsabilidades para 
los Servidores Públicos del Estado y Municipios instaurara un procedimiento en contra del señor 
Antonio Valdez Andrade, entonces Regidor del Ayuntamiento de Acapulco, Guerrero, por haber trans­
gredido los Derechos Humanos de los quejosos, es contrario a Derecho y demuestra su falta de coope­
ración con el Sistema No Jurisdiccional de Protección a los Derechos Humanos. El argumento esgrimido 
por ese H. Congreso, para no aceptar la mencionada Recomendación, no es apegado a Derecho, ya 
que legalmente es la instancia competente para conocer de actos u omisiones en los que incurrió el 
entonces Regidor de Acapulco, Guerrero, Antonio Valdez Andrade, de acuerdo con lo previsto por los 
artículos 115, fracción I, párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos; 47, fracción XXXVII, de la Constitución Política del Estado de Guerrero, y 3 de la Ley de Res­
ponsabilidades de los Servidores Públicos de esa Entidad Federativa. Asimismo, conforme a lo dispuesto 
en el artículo 116, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Guerre­
ro, la responsabilidad administrativa del señor Antonio Valdez Andrade no ha prescrito. 

Esta Comisión Nacional consideró que en el caso del señor Marco Antonio López García y otros, de 
no ser aceptada la Recomendación 05/98 propiciaría la impunidad de los actos cometidos por el señor 
Antonio Valdez Andrade. Por ello, el 20 de diciembre de 2000 emitió la Recomendación 33/2000, 
dirigida al Presidente de la Comisión de Gobierno del H. Congreso del Estado de Guerrero para 
que, como órgano facultado constitucionalmente, dé cumplimiento a la Recomendación 05/98, emi­
tida por la Comisión de Defensa de los Derechos Humanos del Estado de Guerrero, por lo que se 
refiere al inicio del procedimiento administrativo de investigación en contra del señor Antonio Val­
dez Andrade, entonces Regidor del H. Ayuntamiento de Acapulco, Guerrero. 
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México, D. F., 20 de diciembre de 2000 

Caso del recurso de impugnación 
del señor Marco Antonio López 
García y otros 

Dip. Héctor Apreza Patrón,
 
Presidente de la Comisión de Gobierno
 
del H. Congreso del Estado de Guerrero,
 
Chilpancingo, Gro.
 

Distinguido señor Presidente:
 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos,
 
con fundamento en lo dispuesto por los artícu­
los 102, apartado B, de la Constitución Política
 
de los Estados Unidos Mexicanos, y 1o.; 6o.,
 
fracciones IV y V; 15, fracción VII; 44; 55; 61;
 
62; 63; 65, y 66, inciso d), de la Ley de esta
 
Comisión Nacional, ha examinado los elementos
 
contenidos en el expediente CNDH/122/98/GRO/
 
I00147.000, relacionados con el recurso de im­
pugnación del señor Marco Antonio López Gar­
cía y otros, y vistos los siguientes:
 

I. HECHOS 

A. El 28 de agosto de 1998 esta Comisión Na­
cional recibió, procedente de la Comisión de De­
fensa de los Derechos Humanos del Estado de 
Guerrero, el escrito del señor Marco Antonio Ló­
pez García y otros, mediante el cual manifesta­
ron su inconformidad por la no aceptación, por 
parte del H. Congreso en esa Entidad Federati­
va, de la Recomendación 05/98, emitida por el 
citado Organismo Local protector de Derechos 
Humanos dentro del expediente CODDEUM/ 
VG/427/97. 

B. Durante el procedimiento de integración del 
expediente CNDH/122/98/GRO/I00147.000 se 

anexó al mismo el escrito de impugnación de re­
ferencia, y por ello, mediante el oficio 11374, 
del 19 de abril de 2000, se solicitó a usted en su 
calidad de Presidente de la Comisión de Gobier­
no de ese H. Congreso un informe sobre los actos 
reclamados por los recurrentes. 

C. Por medio del oficio OM/CAYET/0132/2000, 
del 8 de mayo de 2000, usted informó que en los 
archivos de ese H. Congreso del Estado de Gue­
rrero no obran antecedentes del asunto en co­
mento, por lo que solicitaba se le proporciona­
ra una copia del expediente CNDH/122/98/GRO/ 
I00147.000. 

D. El 29 de septiembre de 2000, personal de esta 
Comisión Nacional trató de comunicarse por la 
vía telefónica con usted, siendo atendidos por 
el licenciado Emiliano Lozano Cruz, Secretario 
Técnico de la Comisión de Gobierno de ese H. 
Congreso, a quien se le indicó que no era posible 
proporcionar una copia del expediente CNDH/ 
122/98/GRO/I00147.000, pues de conformidad 
con lo previsto en el artículo 48 de la Ley de la 
Comisión Nacional de Derechos Humanos, la do­
cumentación que existe dentro del mismo es 
de carácter confidencial, aclarándole que el 7 de 
marzo del presente año, vía fax, le fue enviada 
una copia de la Recomendación 05/98 al licen­
ciado Roberto Rodríguez Saldaña, Director de 
Asuntos Jurídicos de ese Órgano Colegiado. En 
atención a ello, se solicitaba que a la brevedad 
se diera respuesta al oficio 011374, del 19 de 
abril del año en curso, pues en caso de que no se 
remitiera el comunicado respectivo se entendía 
que la Recomendación no era aceptada. 

E. El 20 de octubre de 2000 el licenciado Luis 
Camacho, Oficial Mayor de ese H. Congreso del 
Estado de Guerrero, se reunió con abogados de 
esta Comisión Nacional y manifestó que ese Ór­
gano Colegiado no podía iniciar un procedimien­
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to administrativo en contra del señor Antonio 
Valdez Andrade, entonces Regidor del H. Ayun­
tamiento de Acapulco, Guerrero, en razón de que 
los hechos atribuidos a éste habían prescrito, toda 
vez que dicho servidor público se había separado 
del cargo que venía desempeñando como Regidor 
el 27 de octubre de 1999, en virtud de que se le 
concedió una licencia por parte de ese Congre­
so, sin que el citado funcionario proporcionara 
la documentación que así lo acreditara. 

F. Del análisis de las constancias que obran en 
el expediente de impugnación se desprendió lo 
siguiente: 

1. El 7 de agosto de 1997 la Comisión de De­
fensa de los Derechos Humanos del Estado de 
Guerrero recibió el escrito de queja de los seño­
res Marco Antonio López García y otros, quie­
nes señalaron ser habitantes del fraccionamiento 
popular Unidad Obrera de la ciudad de Acapul­
co, Guerrero, fundado hace ocho años en los lí­
mites del fraccionamiento Hornos Insurgentes, el 
cual hasta esa fecha era un asentamiento irregu­
lar, a pesar de que parte del terreno en que estaba 
asentado el referido fraccionamiento, sin men­
cionar la fecha, fue expropiado por el Gobierno 
del Estado en favor del Instituto de Vivienda y 
Suelo Urbano (Invisur), para que iniciara el pro­
ceso de regularización de sus viviendas. 

Agregaron que dicho proceso no se ha reali­
zado por la oposición del dirigente y entonces 
Regidor de esa localidad, señor Antonio Val­
dez Andrade, quien aprovechándose de su car­
go despojó de sus viviendas a quienes no cum­
plieron sus órdenes, como son hacer guardias de 
12 horas cada tercer día, durante las cuales se cui­
da la entrada de la colonia y la de la casa de esa 
persona, y que quienes por alguna causa no asis­
ten a cubrir las guardias son multados; asimis­
mo, refirieron que se les obliga a presentarse 

en actos políticos en favor de éste, y a partici­
par como grupo de choque en contra de organi­
zaciones de vendedores o colonos que no se so­
meten a las órdenes del mismo, así como para 
desalojar a sus propios compañeros. 

Además, señalaron que en el lugar impera un 
ambiente de temor impuesto por el señor Antonio 
Valdez Andrade y sus pistoleros, por lo que se ini­
ciaron diversas averiguaciones previas en contra 
del citado ex servidor público, las cuales has­
ta este momento no se han determinado, siendo 
las siguientes: TAB/V/168/95, TAB/1/2636/95, 
TAB/1/3425/95, TAB/1/2050/96, TAB/1/3521/ 
97, TAB/V/184/97, TAB/V/185/97, TAB/V/ 
186/97, TAB/V/187/97, TAB/V/188/97, TAB/ 
V/190/97, TAB/V/192/97 y TAB/V/195/97. Fi­
nalmente, refirieron que se inconformaban en 
contra del Instituto de Vivienda y Suelo Urba­
no de Guerrero, ya que no ha regularizado los 
predios del referido fraccionamiento. 

2. Por tal razón, en la misma fecha la Comisión 
Estatal radicó la queja con el expediente COD­
DEHUM/VG/427/97/II y solicitó los informes 
correspondientes al señor Antonio Valdez An­
drade, entonces Regidor del H. Ayuntamiento de 
Acapulco, Guerrero, y a los licenciados Juan Sal­
gado Tenorio, entonces Presidente Municipal 
de Acapulco; Horacio Jaimes Castañeda, enton­
ces Director General del Instituto de Vivienda y 
Suelo Urbano de esa localidad, y Arturo Vil-
chis González, entonces determinador de la V 
Agencia Especializada en Despojos, adscrito a la 
Procuraduría General de Justicia de ese Esta­
do, así como una copia de las indagatorias an­
tes mencionadas. Autoridades que dieron res­
puesta a esa solicitud. 

3. Una vez integrado el expediente de queja CO­
DDEHUM/VG/427/97/II y concluido su estu­
dio, el 19 de febrero de 1998 la Comisión Estatal 
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emitió la Recomendación 05/98, dirigida al Dipu­
tado Florencio Salazar Adame, entonces Coor­
dinador del H. Congreso del Estado de Guerrero. 

En sus consideraciones jurídicas la Comisión 
Estatal señaló que el señor Antonio Valdez An­
drade, Regidor del Municipio de Acapulco, Gue­
rrero, vulneró los Derechos Humanos del señor 
Marco Antonio López García y otros habitantes 
del fraccionamiento popular Unidad Obrera, de 
la citada localidad, al impedir que el Instituto 
de Vivienda y Suelo Urbano de Guerrero lleve 
a cabo los trabajos técnicos y de promoción so­
cial en dicho fraccionamiento, para, de esa ma­
nera, dar cumplimiento al decreto expropiato­
rio del 20 de junio de 1991, pues por conducto 
de sus simpatizantes y miembros que integran 
su grupo de vigilancia se impide el acceso a di­
cho lugar, tal y como lo informó el Director de 
Invisur y lo comprobó personal del propio Orga­
nismo Local. 

Por lo anterior, la Comisión Estatal recomen­
dó, primeramente, al Diputado Florencio Salazar 
Adame, entonces Coordinador del H. Congre­
so del Estado de Guerrero, que con fundamento 
en la Ley de Responsabilidades para los Ser­
vidores Públicos del Estado y Municipios, se acor­
dara la instauración del procedimiento en contra 
del señor Antonio Valdez Andrade, entonces Re­
gidor del Ayuntamiento de Acapulco, Guerrero, 
por haber transgredido los Derechos Humanos 
de los quejosos, a fin de que se determinara la 
procedibilidad de la investigación por la respon­
sabilidad que se le imputaba, y en su caso para 
los efectos del ejercicio de la acción penal que 
compete al Ministerio Público; y en un segundo 
lugar, en caso de que a juicio de ese H. Congre­
so se determinara lo procedente, se informara a 
la Procuraduría General de Justicia de ese Esta­
do para que impulsara las averiguaciones previas 
que se señalaron en la Recomendación. 

4. El 27 de febrero de 1998 la Comisión Estatal 
notificó al H. Congreso del Estado de Guerrero 
la Recomendación 05/98. 

5. El 6 de marzo de 1998 la Comisión Estatal re­
cibió un oficio sin número, por medio del cual el 
citado Diputado Florencio Salazar Adame in­
formó que no aceptaba la Recomendación, en 
virtud de que infundadamente se emitió al Coor­
dinador del H. Congreso del Estado, quien en 
ningún momento realizó actos que violaran los 
Derechos Humanos del señor Marco Antonio 
López García y otros; además, como se despren­
día del citado documento recomendatorio, al se­
ñor Antonio Valdez Andrade se le estaban atri­
buyendo conductas que podrían constituir hechos 
delictivos, por lo que, en términos del artículo 
113 de la Constitución Política del Estado de 
Guerrero, era necesario instaurar juicio de pro­
cedencia para que se pudiera actuar penalmente 
en contra de dicho servidor público, por lo que 
de conformidad con lo dispuesto por el artículo 
24 de la Ley de Responsabilidades de los Servi­
dores Públicos de esa Entidad Federativa, se re­
quería que para que ese H. Congreso pudiera pro­
ceder legalmente era necesario que el Ministerio 
Público determinara que se habían cumplido los 
requisitos procedimentales respectivos para el ejer­
cicio de la acción penal y solicitara a ese Con­
greso que se diera inicio al procedimiento penal 
para la declaratoria de procedencia en contra del 
mencionado servidor público. 

6. El 2 de abril de 1998, por medio del oficio 
170/98, del 16 de marzo de 1998, suscrito por 
el licenciado Juan Alarcón Hernández, Presi­
dente de la Comisión de Defensa de los Dere­
chos Humanos del Estado de Guerrero, se en­
vió al multicitado Diputado Florencio Salazar 
Adame una r‚plica en la que se precisó que la 
Recomendación se emitió para que el Congreso 
interviniera a fin de que se llevara a cabo una 
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investigación administrativa y en consecuencia 
se determinara la responsabilidad oficial del se­
ñor Antonio Valdez Andrade como servidor pú­
blico municipal, ello en atención a las facultades 
concedidas en la Constitución Política del Estado 
de Guerrero, así como en la Ley de Responsa­
bilidades de los Servidores Públicos en esa En­
tidad Federativa y la Ley Orgánica del Munici­
pio Libre en el Estado. R‚plica a la cual no se 
dio respuesta alguna. 

7. El 19 de agosto de 1998 el señor Marco Anto­
nio López García fue notificado por el Organismo 
Local protector de Derechos Humanos sobre la 
no aceptación de la Recomendación 05/98, di­
rigida al H. Congreso del Estado de Guerrero, 
lo cual motivó la interposición de su recurso de 
impugnación ante esta Comisión Nacional. 

II. EVIDENCIAS 

En este caso las constituyen: 

1. El escrito de impugnación firmado por el se­
ñor Marco Antonio López García y otros, el cual 
fue recibido por esta Comisión Nacional el 28 
de agosto 1998, por remisión de la Comisión de 
Defensa de los Derechos Humanos del Estado 
de Guerrero. 

2. El original del expediente CODDEHUM/VG/ 
427/97/II, iniciado por la Comisión Estatal con 
motivo de la queja presentada por el señor Marco 
Antonio López García y otros. 

3. El oficio 11374, del 19 de abril de 2000, a 
través del cual esta Comisión Nacional solicitó 
a usted, en su calidad de Presidente de la Comi­
sión de Gobierno del H. Congreso del Estado de 
Guerrero, un informe sobre los hechos reclama­
dos por los recurrentes, en el cual se precisara la 

determinación jurídica que ese Órgano Colegiado 
hubiera tomado respecto de la Recomendación 
05/98. 

4. El oficio OM/CAYET/0132/2000, del 8 de 
mayo de 2000, por medio del cual usted rindió 
un informe. 

5. El acta circunstanciada del 29 de septiembre 
de 2000, realizada por personal de la Comisión 
Nacional y en la que se asentó la conversación te­
lefónica sostenida con el licenciado Emiliano Lo­
zano Cruz, Secretario Técnico de la Comisión de 
Gobierno del H. Congreso del Estado de Gue­
rrero, a quien se le explicaron los motivos por 
los cuales no se podía enviar una copia del ex­
pediente CNDH/122/98/GRO/I00147.000. 

6. El acta circunstanciada del 20 de octubre de 
2000, realizada por personal de esta Comisión 
Nacional respecto de la reunión sostenida con el 
licenciado Luis Camacho, Oficial Mayor del H. 
Congreso del Estado de Guerrero. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

El 20 de junio de 1991 el Gobierno del Estado 
de Guerrero, por causas de utilidad pública, emi­
tió un decreto expropiatorio en favor del Instituto 
de Vivienda y Suelo Urbano (Invisur) en esa En­
tidad Federativa, en relación con el inmueble y 
sus construcciones ubicado en la ciudad y Puerto 
de Acapulco, Guerrero, propiedad de Organi­
zadora de Bienes Rentables en la Reivindica­
ción Obrera, Obrero, S. A. de C. V., integrado 
por una superficie total de 186,610.50 metros 
cuadrados de terreno, equivalente a 18.661050 
hectáreas. 

En el artículo 1 del decreto expropiatorio se 
facultó al citado Instituto para llevar a cabo la 
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regularización de la tenencia de la tierra en ese 
lugar, sin embargo, esto no se ha efectuado de­
bido a la oposición de las guardias instituidas 
en ese sitio, y la Comisión Estatal considera que 
las mismas están integradas por simpatizantes 
del señor Antonio Valdez Andrade, entonces Re­
gidor del H. Ayuntamiento de Acapulco, Guerre­
ro, quien aparte de invadir el terreno impide que 
se lleven a cabo los trabajos técnicos respectivos 
por parte de Invisur, circunstancia que motivó 
la emisión de la Recomendación 05/ 98 al enton­
ces Coordinador del H. Congreso de Estado de 
Guerrero, misma que no fue aceptada. 

IV. OBSERVACIONES 

Del análisis de los hechos, así como de la infor­
mación y documentación proporcionada, se con­
sideró que el agravio esgrimido por los señores 
Marco Antonio López García y otros es fundado 
y procedente, ya que el hecho de que ese H. Con­
greso del Estado de Guerrero no haya aceptado la 
Recomendación 05/98 que le emitió la Comisión 
de Defensa de los Derechos Humanos de esa En­
tidad Federativa, demuestra su falta de coope­
ración con el Sistema No Jurisdiccional de Pro­
tección a los Derechos Humanos. 

Esta Comisión Nacional estima que el argumen­
to esgrimido por el Diputado Florencio Salazar 
Adame, entonces Coordinador de ese H. Congre­
so, para no aceptar la mencionada Recomenda­
ción, no es apegado a Derecho, ya que la misma 
se envió a ese H. Congreso en atención a que le­
galmente es la instancia competente para cono­
cer de actos u omisiones, que pueden ser causa 
de responsabilidad administrativa, en los que in­
currió el entonces Regidor de Acapulco, Guerre­
ro, Antonio Valdez Andrade, de acuerdo con lo 
previsto por el artículo 115, fracción I, párra­
fo tercero, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, en el cual se preci­
sa que las legislaturas locales podrán suspen­
der Ayuntamientos, declarar que han desapare­
cido, suspender y revocar el mandato a algunos 
de sus miembros por alguna de las causas gra­
ves que la ley local prevenga, siempre y cuando 
sus miembros hayan tenido oportunidad suficien­
te para rendir las pruebas y los alegatos corres­
pondientes. 

En ese orden de ideas, y atento a lo previsto por 
el artículo 47, fracción XXXVII, de la Constitu­
ción Política del Estado de Guerrero, ese H. Con­
greso que usted representa está facultado para 
recibir las denuncias que se formulen en contra de 
los miembros de los Ayuntamientos y proceder 
en términos de los artículos 110 al 114 de dicha 
Constitución, ya que dentro de dichos numera­
les se hace referencia a la responsabilidad admi­
nistrativa y a la aplicación de las sanciones a los 
servidores públicos por los actos u omisiones que 
afectan la legalidad, honradez y eficiencia que de­
ben observar en el desempeño de sus cargos; asi­
mismo, el artículo 3 de la Ley de Responsabili­
dades de los Servidores Públicos del Estado de 
Guerrero indica que ese Congreso del Estado es 
la autoridad competente para aplicar dicha ley, 
por lo que con base en lo anterior ese Órgano 
Colegiado está facultado para conocer de la in­
vestigación relativa a la responsabilidad admi­
nistrativa del servidor público, que en el caso 
concreto es el señor Antonio Valdez Andrade, 
entonces Regidor de Acapulco, Guerrero. 

Asimismo, no debe pasar inadvertido que el 
artículo 109 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos establece la obliga­
ción del Congreso Federal y de las Legislaturas 
Locales para que dentro de sus respectivas com­
petencias legislen sobre las responsabilidades de 
los servidores públicos y apliquen las normas 
conducentes a sancionar. En dicho precepto cons­
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titucional también se clasifican las responsabili­
dades que pueden cometer los servidores públi­
cos, siendo las siguientes: política, cuando en el 
ejercicio de sus funciones incurran en actos u 
omisiones que redunden en perjuicio de los ac­
tos de interés públicos e incidan, en forma sus­
tancial, en la marcha de los asuntos a su cargo; pe­
nal, por cometer delitos previstos en las leyes 
penales, en cuyo caso quedarán sometidos a sus 
disposiciones, y administrativa, cuando en el ejer­
cicio de su cargo procedan sin apoyo en la ley o 
contraviniendo sus preceptos, es decir, cuando 
sus actos u omisiones carecen de legalidad, pues 
en nuestro r‚gimen todo acto gubernamental tie­
ne apoyo en una disposición legislativa. Los pro­
cedimientos aludidos son diversos entre sí y au­
tónomos, por lo que los resultados a los que se 
lleguen son independientes y ninguno prejuzga 
sobre los otros, pues son tres juicios de distinta 
naturaleza. Sin embargo, el entonces Coordina­
dor del H. Congreso de ese Estado, en sus argu­
mentos para no aceptar la Recomendación, sólo 
se refirió al procedimiento penal, sin tomar en 
cuenta los otros procedimientos. 

Cabe señalar que el 20 de octubre de 2000 el 
licenciado Luis Camacho, Oficial Mayor de ese 
H. Congreso del Estado, se presentó en las ofici­
nas de esta Comisión Nacional e informó que 
el 27 de octubre de 1999 el señor Antonio Val­
dez Andrade había dejado de laborar como Re­
gidor del Municipio de Acapulco, Guerrero, por 
habérsele autorizado una licencia, pero que su 
función como Regidor terminó el 30 de noviem­
bre del año mencionado, por lo cual estimaba 
que no se podía aceptar el contenido de la Re­
comendación dirigida por la Comisión Local, ya 
que en su opinión se encontraba prescrito el pro­
cedimiento administrativo que pudiera iniciarse 
en contra de dicho ex funcionario, sin proporcio­
nar a esta Institución Nacional la documenta­
ción que acreditara tal situación, ni la informa­

ción requerida por esta Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos. 

Al respecto, esta Comisión Nacional considera 
que los argumentos esgrimidos por los servido­
res públicos del ese H. Congreso del Estado de 
Guerrero que usted representa, no son correc­
tos ni apegados a Derecho para no iniciar un 
procedimiento administrativo en contra del se­
ñor Antonio Valdez Andrade, pues previamente, 
desde el 19 de abril de 2000, de manera oficial 
esta Comisión Nacional hizo del conocimien­
to de ese Órgano Colegiado la actuación irregu­
lar del entonces servidor público, y a partir de 
ese instante se pudieron llevar a cabo las accio­
nes que estimaran pertinentes para el inicio del 
procedimiento administrativo de investigación o 
bien se hubiera dado respuesta fundada y moti­
vada a la información requerida por la Comisión 
Nacional; sin embargo, la actitud demostrada por 
los servidores públicos del H. Congreso del Esta­
do encargados de atender este asunto conlleva 
a considerar que existió una falta de voluntad de 
colaboración de su parte, lo cual propicia la im­
punidad del entonces Regidor y en consecuen­
cia una violación al Estado de Derecho. 

Es conveniente precisar que la Comisión de 
Defensa de los Derechos Humanos del Estado 
de Guerrero, al emitir la Recomendación 05/98, 
se refirió exclusivamente a la responsabilidad 
administrativa en que incurrió el señor Antonio 
Valdez Andrade, al no haber actuado con ape­
go a los principios de honradez, legalidad, im­
parcialidad y eficiencia en el desempeño de su 
cargo, que lo obliga a cumplir con la máxima di­
ligencia el servicio que le sea encomendado y 
abstenerse de cualquier acto u omisión que cau­
se la suspensión o deficiencia de dicho servicio, 
o de incumplir cualquier disposición relacionada 
con el servicio público, tal como se prevé en el 
artículo 46, fracción I, de la Ley de Responsa­
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bilidades de los Servidores Públicos del Estado 
de Guerrero. 

Además, conforme a lo dispuesto en el artículo 
116, párrafo tercero, de la Constitución Política 
del Estado Libre y Soberano de Guerrero, ley 
suprema que rige las funciones y precisa los lí­
mites de las autoridades locales en esa Entidad 
Federativa, se establece el plazo para la prescrip­
ción de la investigación relacionada con la res­
ponsabilidad administrativa de los servidores pú­
blicos, y señala claramente que cuando se trate 
de hechos graves no será inferior a tres años; por 
ello, se estima que no existe impedimento pa­
ra el inicio del procedimiento administrativo en 
contra del señor Antonio Valdez Andrade, pues 
en caso contrario se propiciaría la impunidad de 
los actos atribuibles al ex funcionario responsa­
ble de la violación a los Derechos Humanos, no 
obstante lo previsto por el artículo 75, fracción II, 
de la Ley de Responsabilidades de los Servido­
res Públicos del Estado de Guerrero, en el cual 
se señala que las facultades para imponer las san­
ciones prescriben en un año, ya que en el caso 
concreto debe prevalecer lo dispuesto en la nor­
ma constitucional en mención. 

Por lo anterior, esta Comisión Nacional con­
sidera necesario que el Congreso Local, que us­
ted dignamente representa, d‚ vista al órgano 
de control para que inicie el procedimiento ad­
ministrativo correspondiente para determinar la res­
ponsabilidad en que hubiera incurrido durante 
su gestión el señor Antonio Valdez Andrade, no 
obstante haber concluido su periodo como fun­
cionario público el 30 de noviembre de 1999, 
ya que los hechos atribuidos al mismo han sido 
continuos y graves. 

Por lo antes expuesto, esta Comisión Nacional 
estima que respecto de la determinación emiti­
da por la Comisión de Defensa de los Derechos 

Humanos del Estado de Guerrero, en la Reco­
mendación 05/98, al no ser aceptada se considera 
que existe una insuficiencia en su cumplimien­
to, por lo cual me permito formular respetuosa­
mente a usted, señor Presidente del H. Congre­
so del Estado de Guerrero, la siguiente: 

V. RECOMENDACIÓN 

ÚNICA. Se sirva instruir a quien corresponda 
para que se dé cumplimiento a la Recomenda­
ción 05/98, emitida por la Comisión de Defensa 
de los Derechos Humanos del Estado de Gue­
rrero, por lo que se refiere al inicio del proce­
dimiento administrativo de investigación en con­
tra del señor Antonio Valdez Andrade, entonces 
Regidor del H. Ayuntamiento de Acapulco, Gue­
rrero, ante la instancia competente. 

La presente Recomendación, de acuerdo con 
lo señalado en el artículo 102, apartado B, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Me­
xicanos, tiene el carácter de pública y se emite 
con el propósito fundamental tanto de hacer una 
declaración respecto de una conducta irregular 
cometida por servidores públicos en el ejercicio 
de las facultades que expresamente les confiere 
la ley, como de obtener la investigación que proce­
da por parte de las dependencias administrati­
vas o cualesquiera otras autoridades competentes 
para que, dentro de sus atribuciones, apliquen 
las sanciones conducentes y se subsane la irre­
gularidad cometida. 

De conformidad con el artículo 46, segundo 
párrafo, de la Ley de la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos, solicito a usted que la res­
puesta sobre la aceptación de esta Recomenda­
ción se envíe a esta Comisión Nacional dentro 
del término de 15 días hábiles siguientes a esta 
notificación. 
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Igualmente, con el mismo fundamento jurí­
dico, solicito a usted que, en su caso, las prue­
bas correspondientes al cumplimiento de la Re­
comendación se envíen a esta Comisión Nacional 
dentro de un término de 15 días hábiles siguien­
tes a la fecha en que se haya concluido el plazo 
para informar sobre la aceptación de la Reco­
mendación de m‚rito. 

La falta de presentación de pruebas dará lu­
gar a que se interprete que la presente Reco­

mendación no fue aceptada, por lo que la Co­
misión Nacional de los Derechos Humanos que­
dará en libertad de hacer pública esta circuns­
tancia. 

Atentamente
 

El Presidente de la Comisión Nacional
 
Rúbrica
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Recomendación 34/2000
 

Síntesis: El 9 de agosto de 2000 esta Comisión Nacional inició el expediente 2000/215/1/I, con motivo 
del escrito de impugnación presentado por el señor Roberto Mireles Cázares en contra de la Presidencia 
Municipal de Apodaca, Nuevo León, por la no aceptación de la Recomendación 25/00, emitida por la 
Comisión Estatal de Derechos Humanos de Nuevo León el 27 de marzo de 2000. 

Del análisis de la documentación remitida, así como de la investigación realizada por este Organismo 
Nacional, se comprobó la existencia de diversas irregularidades que acreditaron violaciones a los 
Derechos Humanos del señor Roberto Mireles Cázares, consistentes en que el Secretario de Segu­
ridad Pública y Vialidad de Apodaca, Nuevo León, no dio respuesta a los escritos del 6 y 16 de junio, 8 
y 20 de julio y 20, 21 y 29 de diciembre de 1998, así como del 1 de enero de 1999; además de que 
existió una insuficiencia en el cumplimiento de la Recomendación 25/00, que el 27 de marzo de 
2000 la Comisión Estatal dirigió a esa Presidencia Municipal, en la cual le recomendó que instru­
yera a los funcionarios y servidores públicos de su administración a fin de que, en términos del artículo 
8o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, respetaran el ejercicio del dere­
cho de petición en favor de los ciudadanos, contestando en la forma respectiva y en breve término, y que 
iniciara el procedimiento administrativo de investigación y se determinara la responsabilidad en 
que incurrió el personal de la Secretaría de Seguridad Pública y Vialidad de ese municipio, por la no 
aplicación del Reglamento de Policía y Buen Gobierno. Por ello, se consideró que hubo una trans­
gresión a lo dispuesto en el citado artículo 8o. de la Constitución, así como 50, fracción I, de la 
Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipio de Nuevo León. 

Con base en lo señalado, esta Comisión Nacional consideró que en el caso del señor Roberto Mireles 
Cázares existió violación al derecho de petición; por ello, el 20 de diciembre de 2000 emitió la 
Recomendación 34/2000, dirigida al Presidente Municipal de Apodaca, Nuevo León, para que se dé 
cumplimiento a la resolución 25/00, emitida por la Comisión de Derechos Humanos de esa Entidad 
Federativa. 

México, D. F., 20 de diciembre de 2000 Distinguido Presidente Municipal: 

Caso del recurso de impugnación La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
del señor Roberto Mireles Cázares con fundamento en lo dispuesto por los artícu­

los 102, apartado B, de la Constitución Política 
Lic. César Garza Villarreal, de los Estados Unidos Mexicanos; 1o.; 6o., frac-
Presidente Municipal de Apodaca, ciones IV y V; 15, fracción VII; 24, fracción 
Nuevo León IV; 55; 61; 62; 63; 65, y 66, inciso d), de la 
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Ley de esta Comisión Nacional, y 158, fracción 
III, de su Reglamento Interno, ha examinado los 
elementos contenidos en el expediente 2000/215/ 
1/I, relacionados con el recurso de impugnación 
del señor Roberto Mireles Cázares, y vistos los 
siguientes: 

I. HECHOS 

A. El 9 de agosto de 2000 este Organismo Na­
cional recibió el oficio V1/2705/00, del 8 del mes 
y año mencionados, suscrito por el licenciado 
Luis Villarreal Galindo, Primer Visitador de la 
Comisión Estatal de Derechos Humanos de Nue­
vo León, por medio del cual remitió el expediente 
CEDH/072/99 y el escrito de impugnación pre­
sentado el 27 de julio de 2000 por el señor Ro­
berto Mireles Cázares, en contra de la Presidencia 
Municipal de Apodaca en esa Entidad Federa­
tiva, por la no aceptación de la Recomendación 
25/00, emitida por el Organismo Local el 27 de 
marzo de 2000. 

B. El recurso de referencia se radicó con el ex­
pediente 2000/215/1/I. El 28 de agosto de 2000 
esta Comisión Nacional solicitó al entonces Pre­
sidente Municipal un informe sobre los hechos 
reclamados por el recurrente, en el que fundara 
y motivara la razón por la cual esa Presidencia 
a su digno cargo no aceptó la Recomendación 
25/00 que le dirigió la Comisión Estatal. 

C. El 31 de agosto de 2000 esta Comisión Na­
cional recibió, vía fax, la copia de un oficio sin 
número, del 30 del mes y año citados, suscrito 
por el señor Jesús Rafael García Garza, a tra­
vés del cual rindió un informe en el que mani­
festó que esa Presidencia Municipal no aceptó 
la Recomendación que el Organismo Local le 
dirigió, en virtud de que al señor Roberto Mireles 
Cázares no se le había violado derecho consti­

tucional alguno, ya que en todo momento se le 
había brindado la atención que como goberna­
do se merece. 

D. Del análisis de las constancias que obran en 
el expediente de impugnación se desprende lo 
siguiente: 

1. El 22 de enero de 1999 el señor Roberto Mi­
reles Cázares presentó un escrito de queja ante la 
Comisión Estatal de Derechos Humanos de Nue­
vo León, por presuntas violaciones a sus Dere­
chos Humanos cometidas por el Secretario de 
Seguridad Pública y Vialidad de Apodaca, en 
esa Entidad Federativa, toda vez que dicho ser­
vidor público no dio respuesta a los escritos que 
le presentó el 6 y 16 de junio, 8 y 20 de julio y 
20, 21 y 29 de diciembre de 1998, así como el 
1 de enero de 1999, a través de los cuales, por 
una parte, le solicitó su ayuda para que realiza­
ran una llamada de atención a las personas que 
habitan las viviendas con los números 104, 106, 
107, 110, 112, 113 y 114, todas de la calle Te­
colotlán, en la colonia La Noria Sur, en virtud 
de que continuamente quebrantan el Reglamen­
to de Policía y Buen Gobierno de ese munici­
pio, ya que no han entendido que la vía pública 
no debe utilizarse para practicar ningún depor­
te por así disponerlo dicho Reglamento, ni para 
hacer detonaciones con cohetes, palomas y otros 
artefactos en los meses de septiembre y diciem­
bre, y por otra, le hizo de su conocimiento que 
las personas que habitan las viviendas mencio­
nadas constantemente lo molestan verbalmen­
te y han intentado agredirlo físicamente; ade­
más, dijo que realizan escándalos cerca de su 
domicilio, pues cuando ingieren bebidas alco­
hólicas le gritan improperios y durante la noche 
ponen sonido musical que sobrepasa los 50 de­
cibeles, situación que contraviene lo contempla­
do en el Plan Parcial de Desarrollo Urbano para 
Apodaca. 
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2. El 18 de febrero de 1999 la Comisión Estatal 
de Derechos Humanos de Nuevo León radicó la 
queja con el expediente CEDH/072/99. Los días 
5 y 22 de marzo del año citado, por medio de los 
oficios V.2/0906/99, V.2/1129/99, V.2/1133/ 
99 y V.2/1134/99, solicitó el informe correspon­
diente a los licenciados Óscar Cantú García, Se­
cretario de Seguridad Pública y Vialidad, y 
César Garza Villarreal, Secretario del Ayunta­
miento y entonces Presidente Municipal, todos 
del Municipio de Apodaca, Nuevo León. 

3. Por medio del oficio 249/99, del 8 de abril de 
1999, el licenciado Óscar Cantú García, Secreta­
rio de Seguridad Pública y Vialidad de Apoda-
ca, Nuevo León, indicó que en relación con las 
inconformidades que el señor Roberto Mireles 
Cázares expresó en sus escritos del 20, 21 y 29 
de diciembre de 1998, consistentes en la detona­
ción de cohetes, palomas y otros artefactos que 
realizan las personas en la vía pública en los me­
ses de septiembre y diciembre, y que no se le ha 
prestado el auxilio por parte del personal de esa 
Secretaría para que acudan a la colonia La No­
ria Sur y realicen llamadas de atención a las per­
sonas que habitan dicha colonia por los “escán­
dalos” que ocasionan con el alto volumen con 
que ponen sus estéreos, pues el sonido sobrepa­
sa los “100 decibeles”, además de que obstru­
yen la vía pública al realizar bailes, quebrantan­
do con ello el Reglamento de Policía y Buen 
Gobierno, esa dependencia a su cargo en todo 
momento ha atendido dichas peticiones, ya que 
han realizado una supervisión permanente en la 
referida unidad habitacional y cuando las per­
sonas se encuentran escuchando música a un alto 
volumen se les ha conminado para que bajen el 
mismo; sin embargo, los vecinos del señor Ro­
berto Mireles Cázares han expresado su descon­
tento por la vigilancia que existe, situación que 
también han hecho del conocimiento del juez 
calificador. 

La autoridad refirió que respecto de los soni­
dos musicales que oscilan en más de “100 deci­
beles”, se consideraba que ello “era una apre­
ciación subjetiva del señor Mireles Cázares, ya 
que no fundaba ni motivaba con algún aparato 
tecnológico ese planteamiento”, y respecto de la 
venta irregular de los artefactos que las perso­
nas hacen detonar en la vía pública, se estimaba 
que era competencia exclusiva de la Procuraduría 
General de la República, pero que trabajaban 
de manera coordinada con otras corporaciones 
policiacas del Estado para realizar labores pre­
ventivas sobre dicho problema. 

4. Mediante un oficio sin número, del 18 de mayo 
de 1999, el entonces Presidente Municipal rin­
dió un informe al Organismo Local, en el cual 
manifestó que los hechos referidos en el escrito 
de queja carecían de veracidad, en virtud de que 
al señor Roberto Mireles Cázares en todo mo­
mento se le había brindado el auxilio que requi­
rió, pues en distintas ocasiones se envió per­
sonal de la Secretaría de Seguridad Pública y 
Vialidad a la colonia La Noria Sur, a poner el 
orden, pero no se encontró a persona alguna in­
terrumpiendo el orden público. 

5. Una vez que el expediente de queja CEDH/ 
072/99 fue integrado y concluido su estudio, el 
27 de marzo de 2000 el Organismo Local emi­
tió la Recomendación 25/00, dirigida al Presi­
dente Municipal de Apodaca, Nuevo León. En 
sus razonamientos, la Comisión Estatal señaló 
que existieron violaciones a los Derechos Hu­
manos del señor Roberto Mireles Cázares por 
parte de la Secretaría de Seguridad Pública y 
Vialidad de Apodaca, en esa Entidad Federa­
tiva, toda vez que de la información proporcio­
nada por la autoridad presuntamente responsa­
ble quedó evidenciado que efectivamente no se 
había dado respuesta a los escritos del 6 y 16 
de junio, 8 y 20 de julio y 20, 21 y 29 de diciem­
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bre de 1998, así como del 1 de enero de 1999, que 
el señor Mireles Cázares presentó ante dicha Se­
cretaría, en los cuales solicitó la aplicación del 
Reglamento de Policía y Buen Gobierno, exce­
diéndose de esa manera del término de cuatro me­
ses para haber dado respuesta a los mismos, tal 
como lo señala la tesis jurisprudencial 470, emi­
tida por la Segunda Sala, y citada en el apéndi­
ce 1917-1975 del Semanario Judicial de la Fe­
deración, tercera parte, página 767. 

Por lo anterior, el Organismo Local recomen­
dó que se instruyera a los funcionarios y ser­
vidores públicos de la administración munici­
pal, a fin de que, en términos del artículo 8o. de 
la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, respetaran el ejercicio del derecho 
de petición en favor de los ciudadanos, contes­
tando en la forma respectiva y en breve térmi­
no; además, de que iniciara el procedimiento ad­
ministrativo de investigación y se determinara la 
responsabilidad en que incurrió el personal de 
la Secretaría de Seguridad Pública y Vialidad 
de ese municipio, por la no aplicación del Re­
glamento de Policía y Buen Gobierno. 

6. El 6 de abril de 2000 la Comisión Estatal no­
tificó a esa Presidencia Municipal de Apodaca, 
Nuevo León, el contenido de la Recomendación 
25/00. 

7. El 10 de mayo del año en cita la Comisión 
Estatal recibió un oficio sin número, del 4 del 
mes y año mencionados, a través del cual su an­
tecesor informó que no aceptaba la Recomenda­
ción; sin embargo, en virtud de que era inquietud 
de esa Presidencia velar por todos y cada uno de 
los ciudadanos, había girado instrucciones a la 
Comisión de Seguridad Pública, Tránsito, Via­
lidad y Reclutamiento de ese Ayuntamiento para 
que iniciara un procedimiento administrativo de 
investigación con el fin de determinar si en su 

caso existía alguna responsabilidad por parte del 
personal de esa Secretaría por la no aplicación 
del Reglamento de Policía y Buen Gobierno de 
ese municipio. 

8. El 23 de junio del año citado el Organismo 
Local notificó al señor Roberto Mireles Cáza­
res la aceptación parcial de la Recomendación. 

9. El 28 del mes y año citados, mediante un ofi­
cio sin número, la Presidencia Municipal infor­
mó a la Comisión Estatal que, si bien es cierto 
se dio inicio a un procedimiento administrativo, 
éste era únicamente para conocimiento de esa 
autoridad municipal y no como lo hacía ver el 
licenciado Luis Villarreal Galindo, Primer Visi­
tador de la Comisión Estatal de Derechos Hu­
manos de Nuevo León, en el sentido de que la Re­
comendación se había aceptado parcialmente. 

10. El 11 de julio del año en curso el Organis­
mo Local notificó al señor Roberto Mireles Cá­
zares el contenido del oficio señalado en el pá­
rrafo precedente, por lo que el 27 del mes y año 
citados el agraviado presentó ante la Comisión 
Estatal el recurso de impugnación por la no acep­
tación de la multicitada Recomendación 25/00. 

E. Con objeto de conocer la situación jurídica 
en que se encontraba el procedimiento adminis­
trativo de investigación, que supuestamente ini­
ció la Comisión de Seguridad Pública, Tránsito, 
Vialidad y Reclutamiento de ese municipio, y de 
constatar si se había enviado un oficio a las diver­
sas áreas de esa Presidencia Municipal, a fin de 
que a los escritos presentados por el agraviado 
se les diera respuesta a la brevedad, personal de 
esta Comisión Nacional realizó diversas gestio­
nes telefónicas los días 12, 14, 19, 22, 25, 27 y 
29 de septiembre de 2000, y se solicitó al licen­
ciado Enrique Peña Meijuero, auxiliar adminis­
trativo del Departamento Jurídico de esa Presi­
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dencia Municipal, una copia de las documenta­
les correspondientes; sin embargo, hasta la fe­
cha en que se emite el presente documento no 
se obtuvo respuesta alguna. 

II. EVIDENCIAS 

En este caso las constituyen: 

A. El oficio V1/2705/00, recibido en esta Comi­
sión Nacional el 9 de agosto de 2000, mediante 
el cual el Organismo Local remitió el escrito de 
impugnación presentado por el señor Roberto 
Mireles Cázares, en contra de la no aceptación 
de la Recomendación 25/00. 

B. El expediente CEDH/072/99, iniciado con 
base en la queja presentada por el señor Rober­
to Mireles Cázares, del cual destacan las siguien­
tes constancias: 

1. El escrito signado por el señor Roberto Mi­
reles Cázares del 20 de enero de 1999, median­
te el cual interpuso su queja ante la Comisión 
Estatal de Derechos Humanos de Nuevo León. 

2. Los oficios V.2/0906/99, V.2/1129/99, V.2/ 
1133/99 y V.2/1134/99, del 5 y 22 de marzo del 
año próximo pasado, mediante los cuales la Co­
misión Estatal solicitó a los licenciados Óscar 
Cantú García, Secretario de Seguridad Pública 
y Vialidad, y César Garza Villarreal, Secretario 
del Ayuntamiento, y al Presidente Municipal, to­
dos de Apodaca, Nuevo León, un informe sobre 
la queja del señor Roberto Mireles Cázares. 

3. La Recomendación 25/00, emitida el 27 de 
marzo de 2000 por el Organismo Local. 

4. Los oficios sin número, del 4 de mayo y 28 de 
junio del presente año, mediante los cuales el en­

tonces Presidente Municipal informó a la Comi­
sión Estatal que no aceptaba la referida Recomen­
dación. 

5. El escrito del 22 de julio del año en curso, 
firmado por el señor Roberto Mireles Cázares, 
mediante el cual el 27 del mes y año mencionados 
interpuso ante la Comisión Estatal el presente 
recurso de impugnación. 

6. El oficio 021019, del 28 de agosto del año en 
cita, mediante el cual esta Comisión Nacional so­
licitó un informe respecto de la no aceptación de 
la multicitada Recomendación 25/00. 

7. Un oficio sin número, del 30 de agosto del 
año citado, por medio del cual usted rindió el in­
forme que se le solicitó. 

8. El acta circunstanciada del 29 de septiembre 
de 2000, realizada por la visitadora adjunta en­
cargada del expediente, en la que hizo constar 
el requerimiento telefónico que se realizó al li­
cenciado Enrique Peña Meijuero, auxiliar ad­
ministrativo del Departamento Jurídico de esa 
Presidencia Municipal, sobre las documentales 
correspondientes al procedimiento administra­
tivo de investigación, que supuestamente inició 
la Comisión de Seguridad Pública, Tránsito, Via­
lidad y Reclutamiento de ese municipio, y del 
oficio enviado a las diversas áreas de esa Presi­
dencia Municipal, a través del cual se giraron 
instrucciones para que a los escritos presenta­
dos por el agraviado se les diera respuesta a la 
brevedad. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

El 18 de febrero de 1999 la Comisión Estatal de 
Derechos Humanos de Nuevo León inició el ex­
pediente CEDH/072/99, con motivo de la que­
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ja interpuesta por el señor Roberto Mireles Cá­
zares, en la cual señaló presuntas violaciones a 
sus Derechos Humanos cometidas por el Secre­
tario de Seguridad Pública y Vialidad de Apo­
daca, en esa Entidad Federativa, toda vez que 
dicho servidor público no dio respuesta a sus 
escritos del 6 y 16 de junio, 8 y 20 de julio y 20, 
21 y 29 de diciembre de 1998, así como del 1 
de enero de 1999. 

Agotada la investigación del expediente de que­
ja, el 27 de marzo de 2000 el Organismo Local 
dirigió la Recomendación 25/00 a esa Presiden­
cia Municipal de Apodaca, Nuevo León. El 4 de 
mayo y el 28 de junio del presente año se comu­
nicó a la Comisión de Derechos Humanos de 
esa Entidad Federativa que dicha Recomenda­
ción no se aceptaba. 

El 27 de julio de 2000 el señor Roberto Mi­
reles Cázares presentó ante la Comisión Estatal 
de Derechos Humanos de Nuevo León un escri­
to de impugnación en contra de la no acepta­
ción de la Recomendación 25/00. 

IV. OBSERVACIONES 

Del análisis de los hechos, así como de la infor­
mación y documentación proporcionada, se con­
sideró que el agravio esgrimido por el señor Ro­
berto Mireles Cázares es fundado, ya que en el 
presente caso se apreciaron violaciones a sus De­
rechos Humanos, consistentes en una negativa 
al derecho de petición, con base en las siguien­
tes consideraciones: 

Esta Comisión Nacional coincide con los ra­
zonamientos y fundamentos legales que sirvie­
ron de base a la Comisión Estatal para emitir la 
Recomendación 25/00. De las constancias que 
integran el expediente de queja CEDH/072/99 

se observó que los escritos del 6 y 16 de junio, 8 
y 20 de julio y 20, 21 y 29 de diciembre de 1998, 
así como del 1 de enero de 1999, fueron pre­
sentados por el señor Roberto Mireles Cázares 
en los términos del artículo 8o. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, al 
licenciado Óscar Cantú García, Secretario de Se­
guridad Pública y Vialidad de Apodaca, Nuevo 
León, tal como se acredita con el sello de recep­
ción que aparece en los mismos; sin embargo, no 
existe evidencia alguna que acredite que dicho 
servidor público haya dado respuesta oportuna 
a éstos, pues en el informe que dicho funciona­
rio rindió al Organismo Local únicamente se con­
cretó a manifestar que esa dependencia había 
prestado el apoyo correspondiente al señor Ro­
berto Mireles Cázares, respecto de las incon­
formidades que planteó en sus escritos, pero en 
ningún momento acreditó con las documentales 
respectivas que a dicha persona se le hubiere dado 
respuesta por escrito a sus peticiones. 

Por lo anterior, esta Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos considera que, efectivamente, 
la actuación del Secretario de Seguridad Públi­
ca y Vialidad de Apodaca fue omisa al no haber 
actuado con apego a lo previsto en el artículo 
8o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, ya que no dio respuesta por 
escrito a las peticiones que fueron presentadas, 
en forma pacífica y respetuosa, a la autoridad por 
el señor Roberto Mireles Cázares; además, con 
dicha conducta contravino lo dispuesto en los ar­
tículos 50, fracción I, de la Ley de Responsabi­
lidades de los Servidores Públicos del Estado y 
Municipio de Nuevo León, que lo obliga a cum­
plir con la máxima diligencia el servicio que le 
sea encomendado y abstenerse de cualquier acto 
u omisión que cause la suspensión o deficiencia 
de dicho servicio, o de incumplir cualquier dis­
posición jurídica relacionada con el servicio pú­
blico. 
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El hecho de que esa Presidencia Municipal, 
hoy a su digno cargo, no haya aceptado la Reco­
mendación que le emitió la Comisión Estatal de 
Derechos Humanos de Nuevo León, demuestra su 
falta de cooperación con el Sistema Público No 
Jurisdiccional de Protección a los Derechos Hu­
manos, pues en el caso concreto la actuación irre­
gular del licenciado Óscar Cantú García, Secre­
tario de Seguridad Pública y Vialidad, señalado 
como responsable, no debe quedar impune, ya que 
ello resultaría contrario a Derecho. 

Por otra parte, cabe señalar que de la docu­
mentación que integra el presente recurso de in-
conformidad se observó que el licenciado Óscar 
Cantú García, Secretario de Seguridad Pública y 
Vialidad del Municipio de Apodaca, Nuevo León, 
al rendir el informe requerido por el Organismo 
Local, como quedó precisado en el apartado de 
hechos, comunicó que se habían llevado a cabo 
diversas acciones para atender los escritos pre­
sentados por el señor Roberto Mireles Cázares, 
sin embargo, no anexó una copia de las tarjetas 
de infracción que se hubieran levantado o los in­
formes que rindieron los servidores públicos que 
llevaron a cabo las diligencias pertinentes para 
atender los reclamos del agraviado, lo que lleva a 
esta Comisión Nacional a presumir que no se apli­
có el Reglamento de Policía y Buen Gobierno; lo 
anterior, aunado a que la Presidencia Municipal, 
a decir del entonces Presidente Municipal, inició 
un procedimiento administrativo de investigación 
con objeto de determinar si existe alguna res­
ponsabilidad por parte del personal de la men­
cionada Secretaría, por la no aplicación del di­
cho Reglamento. 

En ese orden de ideas, y a fin de conocer el 
estado jurídico que guardaba dicha investiga­
ción o, en su caso, la determinación a que se 
hubiera llegado, y si ya se había girado un oficio 
a las diversas áreas de esa Presidencia Munici­

pal, para que a los escritos presentados por el 
ahora recurrente se les diera respuesta a la bre­
vedad, mediante diversas comunicaciones vía 
telefónica sostenidas por personal de esta Co­
misión Nacional con el licenciado Enrique Peña 
Meijuero, auxiliar administrativo del Departa­
mento Jurídico de esa Presidencia, se solicitó lo 
anterior; sin embargo, a la fecha de emisión del 
presente documento la Presidencia Municipal, 
hoy a su digno cargo, no ha proporcionado las 
constancias o documentales con las que se pudiera 
acreditar su dicho, por lo que se puede presumir 
que los actos atribuidos a los servidores públicos 
por el recurrente se encuentran impunes, circuns­
tancia que debe investigarse y resolverse con­
forme a Derecho a la brevedad posible. 

En ese sentido, esta Comisión Nacional esti­
ma que la determinación emitida por la Comi­
sión Estatal de Derechos Humanos de Nuevo 
León en la Recomendación 25/00 fue correcta 
y apegada a los lineamientos comprendidos en 
la ley que la creó y la rige, por lo que el conte­
nido de la misma se confirma; por lo tanto, en 
el presente caso, al no ser aceptada, se considera 
que en relación con la misma existe una insufi­
ciencia en su cumplimiento, y por ello, me permi­
to formular respetuosamente a usted, señor Pre­
sidente Municipal de Apodaca, Nuevo León, la 
siguiente: 

V. RECOMENDACIÓN 

ÚNICA. Se sirva instruir a quien corresponda 
a efecto de que se dé cumplimiento total en sus 
puntos a la Recomendación 25/00, emitida por 
la Comisión Estatal de Derechos Humanos de 
Nuevo León. 

La presente Recomendación, de acuerdo con 
lo señalado en el artículo 102, apartado B, de la 

31 



Gaceta de la CNDH 

Constitución Política de los Estados Unidos Me­
xicanos, tiene el carácter de pública y se emite 
con el propósito fundamental tanto de hacer una 
declaración respecto de una conducta irregular 
cometida por servidores públicos en el ejerci­
cio de las facultades que expresamente les con­
fiere la ley, como de obtener la investigación que 
proceda por parte de las dependencias adminis­
trativas o cualesquiera otras autoridades compe­
tentes para que, dentro de sus atribuciones, apli­
quen las sanciones conducentes y se subsane la 
irregularidad cometida. 

De conformidad con el artículo 46, segundo 
párrafo, de la Ley de la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos, solicito a usted que la res­
puesta sobre la aceptación de esta Recomenda­
ción se envíe a esta Comisión Nacional dentro 
del término de 15 días hábiles siguientes a esta 
notificación. 

Igualmente, con el mismo fundamento jurídi­
co, solicito a usted que, en su caso, las pruebas co­
rrespondientes al cumplimiento de la Recomen­
dación se envíen a esta Comisión Nacional dentro 
de un término de 15 días hábiles siguientes a la 
fecha en que se haya concluido el plazo para 
informar sobre la aceptación de la Recomenda­
ción de mérito. 

La falta de presentación de pruebas dará lugar 
a que se interprete que la presente Recomenda­
ción no fue aceptada, por lo que la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos quedará en 
libertad de hacer pública esta circunstancia. 

Atentamente
 
El Presidente de la Comisión Nacional
 

Rúbrica
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Por definir (mayo)

Recomendación 35/2000
 

Síntesis: El 12 de junio de 2000 esta Comisión Nacional inició el expediente 2000/164/2/I, con motivo 
del escrito de impugnación presentado por la señora María Celia Martínez Bahena, en contra de la 
Presidencia Municipal de Iguala de la Independencia, Guerrero, por la no aceptación de la Reco­
mendación 042/99, emitida el 20 de diciembre de 1999, por la Comisión de Defensa de los Dere­
chos Humanos del Estado de Guerrero. 

Del análisis de la documentación remitida, así como de la investigación realizada por esta Co­
misión Nacional, se comprobó la existencia de diversas irregularidades que acreditaron actos vio­
latorios a los Derechos Humanos de la señora María Celia Martínez Bahena, los cuales consisten en 
ataques a la propiedad privada por parte de los señores Fernando Soto Domínguez, Delegado Mu­
nicipal de la colonia Ejidal, quien sin mostrar documento alguno girado por autoridad competente 
procedió a derribar la cerca de su inmueble, así como diversos árboles, causando daños al terreno, 
a pesar de que en el lugar se encontraba el señor Humberto Villalobos Domínguez, Director de 
Gobernación Municipal, y otros miembros del municipio; estos últimos no hicieron nada para im­
pedir que se cometiera tal acción. 

Por ello, los servidores públicos que intervinieron en tales hechos incurrieron en responsabili­
dad al tolerar que se transgrediera la garantía de audiencia de la señora María Celia Martínez 
Bahena, prevista en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya 
que a pesar de que conocían la necesidad de agotar la instancia judicial para actuar en contra de 
la agraviada, no hicieron nada para impedir tal violación, causándole un daño patrimonial. Con lo 
anterior, no actuaron con apego al principio de legalidad, en razón de que las funciones que les 
fueron encomendadas no fueron realizadas con eficiencia ni desempeñaron éstas con la máxima 
diligencia a que estaban obligados. 

Con base en lo antes señalado y con fundamento en lo dispuesto en los artículos 16 de la Consti­
tución General de la República, y 61 de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de Guerre­
ro, esta Comisión Nacional emitió una Recomendación al Presidente Municipal de Iguala de la 
Independencia, Guerrero, a fin de que se dé cumplimiento a la Recomendación 042/99, y previo el 
procedimiento legal correspondiente se le resarza a la señora María Celia Martínez Bahena el daño 
que le causó el entonces Delegado Municipal Fernando Soto Domínguez, respecto de la fracción 
del terreno que se le afectó. 
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México, D. F., 20 de diciembre de 2000 

Caso del recurso de impugnación 
de la señora María Celia Martínez Bahena 

Lic. Juan Muñoz Caballero, 
Presidente Municipal Constitucional 
de Iguala de la Independencia, Guerrero 

Distinguido Presidente Municipal: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
con fundamento en lo dispuesto por los artícu­
los 102, apartado B, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, y 1o.; 6o., 
fracciones IV y V; 15, fracción VII; 55; 61; 62; 
63; 65, y 66, de la Ley de la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos, ha examinado los elemen­
tos contenidos en el expediente 2000/164/2/I, 
relacionados con el recurso de impugnación de 
la señora María Celia Martínez Bahena, y vis­
tos los siguientes: 

I. HECHOS 

A. El 12 de junio de 2000 esta Comisión Nacio­
nal recibió el oficio 646/2000, del 29 de mayo 
del año en curso, firmado por el licenciado Juan 
Alarcón Hernández, Presidente de la Comisión de 
Defensa de los Derechos Humanos del Estado 
de Guerrero, a través del cual envió una copia 
certificada del expediente CODDEHUM/CRZN/ 
036/99, que contiene el escrito de impugnación 
presentado por la señora María Celia Martínez 
Bahena en contra de esa Presidencia Municipal 
a su cargo, por la no aceptación de la Recomen­
dación 042/99, emitida por la Comisión Estatal 
el 20 de diciembre de 1999. 

B. El recurso de referencia se radicó en esta Co­
misión Nacional en el expediente 2000/164/2/I, 

y previa solicitud de los informes a la autoridad 
señalada como presuntamente violatoria de los 
Derechos Humanos de la agraviada, se obsequia­
ron éstos, los cuales se valorarán al momento de 
formularse las observaciones del presente asunto. 

II. EVIDENCIAS 

En el presente caso las constituyen: 

A. El oficio 646/2000, del 29 de mayo del año 
en curso, firmado por el licenciado Juan Alar­
cón Hernández, Presidente de la Comisión de De­
fensa de los Derechos Humanos del Estado de 
Guerrero, a través del cual envió una copia cer­
tificada del expediente CODDEHUM/CRZN/ 
036/99, que contiene el escrito de impugnación 
presentado por la señora María Celia Martínez 
Bahena en contra de la Presidencia Municipal 
de Iguala de la Independencia, Guerrero, por la 
no aceptación de la Recomendación 042/99. 

B. El expediente 2000/164/2/I, abierto en esta 
Comisión Nacional con motivo del recurso de im­
pugnación interpuesto ante la Comisión Esta­
tal, del cual destacan las siguientes constancias: 

1. El escrito de queja presentado el 29 de abril de 
1999, ante la Comisión Estatal, por la señora 
María Celia Martínez Bahena, en el cual señaló 
presuntas violaciones a sus Derechos Humanos 
cometidas por servidores públicos de la Presi­
dencia Municipal de Iguala de la Independencia, 
Guerrero. 

2. Las declaraciones del 12 de mayo de 1999, 
de los señores Manuel Brito Román y Sandra 
Luz Mercado García, quienes rindieron testimo­
nio de los daños materiales que el 7 de abril de 
1999 le causaron a la agraviada miembros del 
personal de la referida Presidencia Municipal. 
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3. Las 21 fotografías que ilustran los daños ma­
teriales ocasionados en la propiedad de la seño­
ra María Celia Martínez Bahena. 

4. El videocasete presentado por la recurrente, 
el cual contiene algunas imágenes de los hechos 
ocurridos en su predio el 7 de abril de 1999. 

5. La copia certificada de la escritura pública nú­
mero 288 del tomo 8, volumen I, inscrita con el 
número de folio de derechos reales 24917 del Re­
gistro Público de la Propiedad del Estado de Gue­
rrero, que acredita la propiedad de la recurren­
te, respecto del predio ubicado en la calle Ignacio 
Manuel Altamirano, esquina con Valerio Trujano 
número 8, de la colonia Ejidal en Iguala de la In­
dependencia de esa Entidad Federativa. 

6. La copia certificada de la sentencia definiti­
va dictada el 25 de octubre de 1989 dentro del 
expediente número 50/88 por el Juzgado de Pri­
mera Instancia del Ramo Familiar del Distrito 
Judicial de Iguala de la Independencia, Guerre­
ro, en la que se resolvió adjudicar a la señora 
María Celia Martínez Bahena la totalidad del 
predio citado en el punto anterior. 

7. La copia certificada de los extractos de la ins­
cripción del predio urbano propiedad de la recu­
rrente en el Registro Público de la Propiedad, pu­
blicados el 28 de marzo y 25 de abril de 1995, en 
el periódico oficial del Estado y en dos periódi­
cos de circulación estatal. 

8. El oficio 282/99, del 14 de mayo de 1999, a 
través del cual el doctor Lázaro Mazón Alonso, 
entonces Presidente Municipal Constitucional de 
Iguala de la Independencia, Guerrero, rindió su 
informe a la Comisión Estatal. 

9. La copia certificada del plano de deslinde ca­
tastral del inmueble de la quejosa, expedido el 

26 de marzo de 1999, por el H. Ayuntamiento 
de Iguala de la Independencia, Guerrero. 

10. La copia certificada del oficio DJC/587/99, 
del 8 de abril de 1999, signado por el licenciado 
Fernando Ávila Ocampo, en ese entonces jefe del 
Departamento Jurídico y Consultivo del Ayunta­
miento Municipal de Iguala de la Independencia, 
Guerrero, dirigido al licenciado Jesús Villanueva 
Vega, agente del Ministerio Público del Fuero 
Común, a través del cual informó que el 7 de 
abril de 1999 se suscitaron actos que probable­
mente constituyeron algún delito en agravio del 
municipio. 

11. Un oficio sin número, del 26 de abril de 1999, 
firmado por el ingeniero Juan Adán Tabares, 
en ese entonces Primer Síndico Procurador del 
Municipio de Iguala de la Independencia, Gue­
rrero, que dirigió al señor Fernando Soto Do­
mínguez, en ese entonces Delegado de la colo­
nia Ejidal, en el que le informa que para dirimir 
el conflicto existente entre la agraviada y los 
vecinos del lugar fue necesario turnar el asunto 
a las autoridades judiciales competentes. 

12. La Recomendación 042/99, emitida el 20 de 
diciembre de 1999 por la Comisión Estatal y diri­
gida a esa Presidencia Municipal de Iguala de 
la Independencia, Guerrero. 

13. El oficio 481/2000, del 2 de marzo del año 
en curso, mediante el cual esa Presidencia Mu­
nicipal informó a la Comisión Estatal la no acep­
tación de la Recomendación 042/99. 

14. Un oficio sin fecha ni número, recibido en 
esta Comisión Nacional el 11 de septiembre de 
2000 y firmado por la misma autoridad señala­
da en el inciso que antecede, a través del cual ex­
presó a esta Comisión Nacional que de los dos 
puntos de la Recomendación 042/99 sólo aceptó 
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la segunda petición, señalando las razones por las 
cuales el primer punto no fue aceptado. 

15. El oficio 2749/2000, del 8 de septiembre de 
2000, dirigido por esa Presidencia Municipal al 
contador público Serafín Brito Ramírez, Con­
tralor General Municipal de Iguala de la Inde­
pendencia, Guerrero, a través del cual remitió 
una copia de los expedientes de los servidores 
públicos involucrados en los hechos del 7 de abril 
de 1999, para los efectos de que se diera cum­
plimiento al segundo punto de la Recomenda­
ción 042/99, emitida por la Comisión Estatal de 
Derechos Humanos. 

16. El oficio DGRPP/567/00, del 7 de diciembre 
de 2000, firmado por el licenciado Javier Pulido 
Galindo, Director General del Registro Públi­
co de la Propiedad del Gobierno del Estado de 
Guerrero, mediante el cual informó que el pre­
dio ubicado en Valerio Trujano número 8 quedó 
registrado el 27 de febrero de 1996 a nombre de 
la señora María Celia Martínez Bahena y que 
cubrió todos y cada uno de los requisitos de in-
matriculación que establecen los artículos 158, 
159 y 160 del Reglamento del Registro Público 
de la Propiedad del Estado de Guerrero. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

A. El 29 de abril de 1999 la Coordinación Re­
gional de la Zona Norte de la Comisión de Defen­
sa de los Derechos Humanos del Estado de Gue­
rrero inició el expediente CODDEHUM/CRZN/ 
036/99, con motivo de la queja interpuesta por 
la señora María Celia Martínez Bahena, en la cual 
señaló presuntas violaciones a sus Derechos Hu­
manos, cometidas por servidores públicos de la 
Presidencia Municipal de Iguala de la Indepen­
dencia, Guerrero, consistentes en ataques a la pro­
piedad privada. 

B. El 20 de diciembre de 1999 la Comisión 
Nacional emitió la Recomendación 042/99, que 
se le notificó a esa Presidencia Municipal el 28 
de enero de 2000, y en la que se le recomendó que 
a la agraviada se le restituyera su propiedad y se 
le resarciera en el daño que se le causó; asimis­
mo, que previo procedimiento administrativo se 
aplicaran las sanciones a los señores Fernando 
Soto Domínguez, Humberto Villalobos Domín­
guez, Jorge Piedragil y Fernando Ávila Ocampo, 
servidores públicos del referido Ayuntamiento, y 
en caso de que ya no laboraran en ese munici­
pio se anotara la resolución en sus expedientes 
personales, a fin de que sirvan como anteceden­
tes negativos en su función pública. 

C. El 2 de marzo de 2000, por medio del oficio 
481/2000, esa Presidencia Municipal informó 
a la Comisión Estatal la no aceptación de la Re­
comendación, sin embargo, el 11 de septiembre 
del presente año envió a esta Comisión Nacio­
nal las pruebas de cumplimiento respecto del se­
gundo punto de la Recomendación en comento. 

IV. OBSERVACIONES 

En el presente caso esta Comisión Nacional con­
sidera que la inconformidad hecha valer por la 
recurrente, señora María Celia Martínez Bahe­
na, es procedente, en virtud de que la Presidencia 
Municipal de Iguala de la Independencia, Gue­
rrero, no obstante haber dado cumplimiento al se­
gundo punto de la Recomendación 042/99, emi­
tida por el Organismo Local, indebidamente no 
ha aceptado la primera petición; en consecuen­
cia, el acto realizado por la autoridad le sigue 
causando agravio a la señora Martínez Bahena, 
por las siguientes consideraciones: 

A. Esta Comisión Nacional de los Derechos Hu­
manos coincide con los razonamientos y funda­
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mentos legales que sirvieron de base a la Comi­
sión Estatal para emitir la citada Recomendación, 
en el sentido de que la señora María Celia Mar­
tínez Bahena sea resarcida en el daño que se le 
causó, hasta en tanto no se instaure el procedi­
miento legal respectivo que determine lo contra­
rio, previa garantía de defensa que se le otorgue. 

Al respecto, es importante definir que la vio­
lación al derecho a la propiedad o posesión es 
considerada como la acción u omisión por me­
dio de la cual se impide, a través de la ocupación, 
deterioro o destrucción ilegal, el ejercicio de la 
libertad de cada persona a poseer bienes y dere­
chos, y al uso, goce y disfrute de éstos. Así pues, 
en el caso concreto se observó que el señor Fer­
nando Soto Domínguez, quien en ese entonces 
se desempeñaba como Delegado Municipal de la 
colonia Ejidal, sin agotar el procedimiento ju­
risdiccional ante los tribunales previamente esta­
blecidos para que se cumplieran las formalidades 
esenciales, el 7 de abril de 1999, de propia auto­
ridad, derribó la cerca y los árboles frutales que 
se encontraban en el predio de la quejosa con ob­
jeto de que la calle Valerio Trujano fuera abierta 
a la circulación vehicular, sin que existan eviden­
cias que permitan demostrar que previo a dicho 
acto se le hubieran respetado a esa persona el prin­
cipio de legalidad y la garantía de seguridad ju­
rídica contenidas en el párrafo segundo del ar­
tículo 14 y en la parte inicial del precepto 16 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Me­
xicanos. 

Más aún, personal de esta Comisión Nacio­
nal pudo constatar, en visita realizada a Iguala de la 
Independencia, Guerrero, que tanto el titular de 
la Dirección de Catastro Municipal, como el de la 
Dirección del Registro Público de la Propiedad 
de esa Entidad Federativa, coincidieron en afir­
mar que la legítima propietaria del predio ubicado 
en la calle Altamirano, esquina con Valerio Tru­

jano número 8, de la colonia Ejidal, es la señora 
María Celia Martínez Bahena, quien adquirió 
tal inmueble por adjudicación intestamentaria a 
bienes del señor Pedro Martínez Tavira, según 
la escritura pública 288, tomo 8, volumen I, des­
pués de cumplir con todos los requisitos de in-
matriculación que establecen los artículos 158, 
159 y 160 del Reglamento del Registro Público 
de la Propiedad del Estado de Guerrero; asimis­
mo, existe constancia de que se llevaron a cabo 
diversas publicaciones en los diarios, tanto en 
el oficial como en los de mayor circulación en el 
Estado, antes de inscribir el citado inmueble en 
el Registro Público de la Propiedad, con objeto 
de que si alguna persona se consideraba con me­
jores derechos sobre dicho bien realizara las ma­
nifestaciones conducentes, sin que ello aconte­
ciera, y por esa razón la titularidad del predio 
se le reconoció a la ahora recurrente; incluso, el 
citado personal de esta Comisión Nacional, apo­
yado por ingenieros adscritos a la Dirección de 
Catastro Municipal, dio fe de que los límites de la 
propiedad de la recurrente coinciden plenamen­
te con los marcados en la escritura pública nú­
mero 288 y el plano de deslinde catastral del 26 
de marzo de 1999, que esa Presidencia Munici­
pal obsequió a la Comisión Estatal en el diverso 
282/99, del 14 de mayo del año citado, ya que 
en ambos instrumentos se encuentra considera­
da la fracción de terreno que le fue despojada a 
esa persona. 

En ese contexto, esta Comisión Nacional obser­
vó que en los hechos violatorios a los Derechos 
Humanos existió responsabilidad por parte de los 
señores Humberto Villalobos Domínguez, Jor­
ge Piedragil y Fernando Ávila Ocampo, enton­
ces Director y Subdirector, respectivamente, de 
Gobernación Municipal, y, este último, Direc­
tor del Departamento Jurídico Consultivo, adscri­
tos a ese H. Ayuntamiento de Iguala de la Inde­
pendencia, Guerrero, en virtud de que no obstante 
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que se encontraban enterados de la situación real 
de la problemática que surgió entre los vecinos y 
la recurrente, respecto de la fracción del terreno 
que nos ocupa, el 7 de abril de 1999, al presenciar 
la conducta indebida del señor Fernando Soto 
Domínguez, que concluyó con la afectación de 
dicho bien, consintieron esa acción ya que omi­
tieron girar las medidas tendentes a evitar la con­
sumación de ese acto, pues de acuerdo con el ofi­
cio 282/99, firmado por el doctor Lázaro Mazón 
Alonso, entonces Presidente Municipal Constitu­
cional de Iguala de la Independencia, Guerre­
ro, estos servidores públicos se presentaron en 
el lugar de los hechos simplemente en calidad de 
observadores, cuando su función debió estar en­
caminada a conciliar el conflicto de intereses entre 
las partes y no permitir que se realizaran actos 
de violencia. 

De tal evidencia esta Comisión Nacional con­
cluyó que los entonces servidores públicos se­
ñalados incurrieron en responsabilidad al tole­
rar que se violara la garantía de audiencia de la 
señora María Celia Martínez Bahena, pues a pe­
sar de que conocían la necesidad de agotar la ins­
tancia judicial para actuar en contra de la ahora 
recurrente, no hicieron nada para impedir tal 
violación. 

En ese sentido, resulta oportuno precisar que 
el ingeniero Juan Adán Tabares, entonces Pri­
mer Síndico Procurador de aquel Ayuntamien­
to, conociendo la problemática existente en el 
predio de la señora María Celia Martínez Bahe­
na, sugirió en un oficio sin número, del 26 de 
abril de 1999, al señor Fernando Soto Domín­
guez, también entonces Delegado de la colonia 
Ejidal, lo siguiente: 

En relación con su solicitud del 3 de junio 
de 1998, referente al predio ubicado en la 
calle Valerio Trujano, esquina con la calle Ig­

nacio M. Altamirano, propiedad de la señora 
María Celia Martínez Bahena, el cual está 
invadiendo la calle Valerio Trujano (según 
el plano catastral de la colonia Ejidal regis­
trado en el municipio) me permito informarle 
lo siguiente (sic) De acuerdo a la documen­
tación con que cuenta el Departamento de 
Catastro existen notorias diferencias en cuan­
to a la superficie real que le corresponde al 
predio en cita, por lo que en opinión de la 
Primera Sindicatura a mi cargo, el reclamo 
de los vecinos de la colonia Ejidal es correcto 
y en consecuencia este asunto se debe turnar 
ante la autoridad judicial competente pro­
movido por este H. Ayuntamiento Munici­
pal y según su resolución judicial se deberá 
acatar por las partes. 

Adicionalmente, durante el mes de septiembre 
de 1998, esta Primer Sindicatura realizó una 
encuesta a 31 vecinos de la colonia Ejidal, 
que viven en la periferia de las calles Vale­
rio Trujano e Ignacio M. Altamirano, para 
conocer su opinión sobre el problema del pre­
dio de la señora María Celia Martínez Ba­
hena, de la cual 30 de 31 personas están de 
acuerdo en que la fracción del terreno que co­
linda con la calle Valerio Trujano debe ser 
abierta a la circulación vehicular (sic). 

Lo anterior se señala en razón de que el artículo 
14 constitucional establece la garantía de audien­
cia, consistente, en el caso concreto, en otorgar a 
la señora María Celia Martínez Bahena la opor­
tunidad de defensa respecto del acto privativo de 
su propiedad, posesión o derecho, y su debido 
respeto impone al municipio, entre otras obliga­
ciones, que previamente a cualquier acto de pri­
vación se siga juicio en el cual se cumplan las 
formalidades esenciales del procedimiento, sien­
do necesario agotar determinados requisitos para 
garantizar la defensa adecuada antes del acto de 
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privación, como la notificación del inicio del pro­
cedimiento y sus consecuencias, la oportunidad 
de ofrecer y desahogar las pruebas en que se 
finque la defensa, la oportunidad de alegar y el 
dictado de una resolución que dirima las cuestio­
nes debatidas, y al no respetarse lo anterior se dejó 
de cumplir con el fin de la garantía de audien­
cia, que es evitar la indefensión de la afectada, 
como lo establece la tesis jurisprudencial que 
bajo el rubro “Formalidades esenciales del pro­
cedimiento, son las que garantizan una adecua­
da y oportuna defensa previa al acto privativo” 
aparece publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación, novena ‚poca, Pleno, tomo II, di­
ciembre de 1995, tesis P./J. 47/95, página 133. 

De las constancias que fueron analizadas por 
las Comisiones Estatal y Nacional no se despren­
de que el entonces citado Delegado Municipal o 
alguna otra autoridad de ese Ayuntamiento hubie­
ran intentado las acciones correspondientes ante 
el órgano jurisdiccional competente antes de que 
se le causara a la recurrente el daño patrimonial 
sobre el cual se pronunció la Comisión Local. 

Asimismo, de la información que esa Presi­
dencia Municipal proporcionó no se desprendió 
que se hubiera cumplido con los requisitos de 
alguna expropiación antes de afectar la fracción 
del terreno de la recurrente, ni que a ésta se le hu­
biera notificado dicha expropiación previa a la 
afectación de su terreno, de donde resulta que, al 
no haber sido oída ni vencida en juicio, a la ahora 
recurrente se le lesionaron sus derechos fundamen­
tales sobre los que se pronunció la Comisión Es­
tatal en la Recomendación de referencia. 

Los servidores públicos adscritos a esa Pre­
sidencia Municipal que participaron en los he­
chos motivo de la queja, independientemente que 
no actuaron con apego al principio de legalidad, 
incurrieron en actos que van en contra de las dis­

posiciones contenidas en la fracción VII del ar­
tículo 61 de la Ley Orgánica del Municipio Li­
bre del Estado de Guerrero, ya que las funciones 
que les fueron encomendadas no las realizaron con 
eficiencia, ni desempeñaron éstas con la máxima 
diligencia a que estaban obligados. 

De todo lo anterior, también resulta evidente 
que se transgredieron diversos dispositivos con­
tenidos en las declaraciones y tratados interna­
cionales de Derechos Humanos ratificados por 
México, tales como el artículo 17, punto 2, de la 
Declaración Universal de Derechos Humanos, 
que establece que nadie puede ser privado arbi­
trariamente de su propiedad, lo cual también se 
encuentra previsto en los preceptos XXIII de la 
Declaración Americana de los Derechos y De­
beres del Hombre y 21 de la Convención Ame­
ricana sobre Derechos Humanos, en atención a 
los siguientes razonamientos: 

1. En el escrito de queja que la señora María 
Celia Martínez Bahena dirigió a la Comisión Es­
tatal refirió lo siguiente: 

Bajo protesta de decir verdad, manifiesto que 
tengo la documentación relativa a acreditar 
la propiedad y posesión del bien inmueble 
que se ubica en la calle de Ignacio Manuel 
Altamirano esquina con Valerio Trujano nú­
mero 8, de la colonia Ejidal en esta ciudad, 
el cual mi padre Pedro Martínez Tavira tuvo 
en posesión en forma pública, pacífica y ade­
más continua por más de 50 años, sin afec­
tar a terceros; esto lo s‚ y me consta porque 
en ese lugar siempre he vivido y formado 
mi familia; asimismo, hago mención de que 
el 21 de julio de 1997 fui citada por el De­
partamento Jurídico Consultivo de ese Ayun­
tamiento en donde exhibí la documentación 
respectiva del predio del cual soy propieta­
ria, de esto tuvo conocimiento el Director de 
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Gobernación, Humberto Villalobos Domín­
guez, y el Primer Síndico Procurador Muni­
cipal, Juan Adán Tabares (sic), el 18 de marzo 
del año que transcurre nuevamente fui citada 
por el Director de Obras Públicas, Desarrollo 
Urbano y Ecología Municipal, donde también 
se me requirió la documentación del predio 
que hago mención, e inclusive, personal técni­
co de ese Departamento y del Departamento 
de Catastro Municipal se trasladaron al lugar 
donde se encuentra ubicado el predio para 
llevar a cabo el apeo y deslinde respecto de las 
medidas y colindancias; quiero señalar que en 
el momento en que estas personas termina­
ron de realizar dichos trabajos me comentaron 
que las medidas estaban correctas de acuerdo 
como las marca mi escritura; por tal razón, 
posteriormente solicité una copia certifica­
da del plano de deslinde catastral que éstos 
habían realizado y que se me expidiera el 26 
de marzo del año en curso [1999], documento 
que contiene un croquis ilustrativo; de todo 
esto tiene conocimiento el Presidente Mu­
nicipal y los funcionarios públicos que he 
señalado (sic). 

2. En ese contexto, es importante recordar que 
el ingeniero Juan Adán Tabares, en ese entonces 
Primer Síndico Procurador del Municipio de Igua­
la de la Independencia, Guerrero, a través de un 
oficio sin número, del 26 de abril de 1999, le in­
formó al señor Fernando Soto Domínguez, enton­
ces Delegado de la colonia Ejidal, que, de acuerdo 
con la documentación con que cuenta el Depar­
tamento de Catastro Municipal, para dirimir el 
conflicto existente entre la agraviada y los ve­
cinos del lugar era necesario que el municipio en­
tablara demanda ante la autoridad judicial com­
petente, y una vez que se emitiera la resolución 
correspondiente ésta fuera acatada en sus térmi­
nos; sin embargo, tal y como ha quedado esta­
blecido, dicha acción no se llevó a cabo. 

3. Por otro lado, en el oficio 282/99, del 14 de 
mayo de 1999, el doctor Lázaro Mazón Alon­
so, entonces Presidente Municipal de Iguala de 
la Independencia, Guerrero, anexó al informe 
que rindió a la Comisión Estatal el plano de des­
linde catastral que levantó el 26 de marzo del 
año mencionado el señor Humberto Avilés Ba­
rrera, con el visto bueno del ingeniero Alberto 
Quezada Peña, en ese entonces adscritos a la Di­
rección de Catastro del Ayuntamiento Municipal 
de la citada Entidad Federativa, en el que se con­
firma lo manifestado por la agraviada, ya que en 
dicho plano se le reconocen a ésta las medidas y 
colindancias del predio que describió en su escri­
to de queja y del cual se elaboró un croquis ilus­
trativo, donde se aprecia que una fracción del te­
rreno de la señora María Celia Martínez Bahena 
formaba parte de lo que posteriormente pretendió 
ser la ampliación de la calle Valerio Trujano. 

B. Por ello, son inatendibles los argumentos que 
esa Presidencia Municipal mencionó a la Comi­
sión Estatal en su oficio 481/2000, del 2 de mayo 
de 2000, cuando consideró respecto del punto pri­
mero de la Recomendación en comento que: 

[...] esa autoridad no puede dar cumplimien­
to a que se le restituya a la quejosa, referente 
a su propiedad porque ella sigue teniéndola 
ejercitando el derecho de goce y disfrute de 
la misma, partiendo en que se le d‚ posesión 
del citado inmueble no es posible porque se 
estaría dándole un derecho real de una vía pú­
blica patrimonio del dominio municipal (sic). 

A dicho documento se anexó el plano de deslin­
de catastral que el 29 de abril de 1999 expidió el 
jefe del Departamento de Desarrollo Urbano Mu­
nicipal, en el cual ya no se aprecia la fracción de 
terreno del predio de la agraviada que fue con­
siderado por el Catastro Municipal en el plano 
de deslinde catastral del 26 de marzo del año cita­
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do; argumentos que, incluso, se le reiteraron a 
esta Comisión Nacional en un oficio sin fecha 
ni número, donde además esa Presidencia Mu­
nicipal comunicó lo siguiente: 

[...] que después de analizar objetivamente 
la documentación que se recopiló con respec­
to del asunto que nos ocupa, arribamos a la 
verdad material y jurídica que de lo que se 
pretendía en la Recomendación no aceptada, 
era resarcirle y restituirle a la quejosa de una 
fracción de terreno que forma parte de una ca­
lle pública denominada “Valerio Trujano, 
de la colonia Ejidal de Iguala, Guerrero”, y 
no de su propiedad, más aún que es patrimo­
nio municipal (sic) en ningún momento se le 
afectó el inmueble de su propiedad en su su­
perficie, puesto que ella tenía en posesión de 
mala fe y dolosamente una vía pública y por 
lo tanto no puede exigir la restitución de esa 
posesión, cuando no es de su propiedad (sic). 

Por lo antes expuesto, se reitera que esta Co­
misión Nacional coincide con los razonamien­
tos y fundamentos legales que sirvieron a la Co­
misión Estatal para emitir la Recomendación 042/ 
99, con la salvedad de que al estar en presencia de 
hechos consumados que benefician al interés ge­
neral, esta Comisión Nacional, con fundamento 
en el artículo 66, inciso d), de la Ley de la Comi­
sión Nacional de Derechos Humanos, solamen­
te se pronuncia por el daño patrimonial que le 
causó a la señora María Celia Martínez Bahena 
el entonces Delegado Municipal Fernando Soto 
Domínguez, el cual esa Presidencia Municipal a 
su digno cargo, previo al procedimiento legal 
respectivo, le deberá resarcir a la ahora recu­
rrente. 

En consecuencia, esta Comisión Nacional se 
permite formular respetuosamente a usted, Presi­

dente Municipal de Iguala de la Independencia, 
Guerrero, la siguiente: 

V. RECOMENDACIÓN 

ÚNICA. Se sirva instruir a quien corresponda 
a fin de que a la brevedad posible se le resarza a 
la señora María Celia Martínez Bahena el daño 
que le causó el entonces Delegado Municipal Fer­
nando Soto Domínguez, y previo el procedimien­
to legal que se resuelva en forma oportuna se 
determine el derecho que le corresponde a la aho­
ra recurrente, respecto de la fracción del terre­
no que ha quedado precisado en el cuerpo de la 
presente resolución. 

De conformidad con el artículo 46, segundo 
párrafo, de la Ley de la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos, se solicita que la respues­
ta sobre la aceptación de esta Recomendación, 
en su caso, sea informada dentro del término de 
los 15 días hábiles siguientes a esta notificación. 

Igualmente, con el mismo fundamento jurí­
dico, solicitó a usted que, en su caso, las prue­
bas correspondientes al cumplimiento de la Re­
comendación se envíen a esta Comisión Nacional 
dentro de un término de 15 días hábiles siguien­
tes a la fecha en que haya concluido el plazo 
para informar sobre la aceptación de la misma. 

La falta de presentación de pruebas dará lugar 
a que se interprete que la Recomendación no fue 
aceptada, por lo que la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos quedará en libertad de ha­
cer pública esta circunstancia. 

Atentamente,
 
El Presidente de la Comisión Nacional
 

Rúbrica
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Recomendación 36/2000
 

Síntesis: El 13 de enero de 1999 el señor Ricardo Morales López presentó un escrito de queja ante 
la Comisión Estatal de Derechos Humanos del Estado de Sinaloa, por presuntas violaciones a los Dere­
chos Humanos cometidas en su perjuicio durante la integración de las averiguaciones previas SIG/ 
I/038/98 y SIG/I/085/98, iniciadas en contra del señor Juan Rodolfo López Monroy, quien preten­
día despojarlo de un predio. 

Del resultado de las investigaciones la Comisión Estatal acreditó violaciones a los Derechos Huma­
nos del agraviado, en virtud de lo cual el 17 de mayo de 1999 dirigió la Recomendación 14/99 al 
Procurador General de Justicia de la misma Entidad Federativa y al Contralor General de Desa­
rrollo Administrativo. Autoridades que el 27 de mayo del año citado informaron al Organismo Local la 
no aceptación del citado documento. 

En consecuencia, el señor Ricardo Morales López interpuso ante la Comisión Estatal un recurso de 
inconformidad, mismo que fue remitido a esta Comisión Nacional el 25 de junio de 1999, quedando 
registrado con el expediente CNDH/121/99/SIN/I00207. 

De las actuaciones que esta Comisión Nacional realizó se comprobó la existencia de actos viola­
torios a los Derechos Humanos del agraviado, en virtud de que con el propósito de favorecer los 
intereses del señor Juan Rodolfo López Monroy, el agente del Ministerio Público del Fuero Común de 
San Ignacio, Sinaloa, cometió diversas irregularidades en la integración de la averiguación previa SIG/ 
I/085/98, entre las que destaca el hecho de que con el propósito de validar una diligencia el servidor 
público solicitó las firmas, en calidad de testigos, de las secretarias adscritas a esa Agencia, así como 
la protesta de cargo y ratificación del perito tercero en discordia, sin que dichas personas estuvieran 
presentes. Por lo anterior, es de señalar que el servidor público incurrió en incumplimiento de las obli­
gaciones contenidas en el artículo 47, fracciones I y XIX, de la Ley de Responsabilidades de los 
Servidores Públicos del Estado de Sinaloa, al no salvaguardar la legalidad, lealtad, imparcialidad 
y eficiencia en el desempeño de su cargo. 

En tal virtud, esta Comisión Nacional, el 21 de diciembre de 2000, dirigió al Gobernador Cons­
titucional del Estado de Sinaloa la Recomendación 36/2000, para que en ejercicio de sus facultades 
legales instruya al titular de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Sinaloa a efecto de 
que se subsanen las irregularidades detectadas durante la tramitación de la averiguación previa 
SIG/I/085/98, a fin de que una vez realizadas las diligencias necesarias se resuelva conforme a 
Derecho tal indagatoria, y se d‚ vista al Ministerio Público correspondiente para que inicie y de­
termine conforme a Derecho la averiguación previa en contra del licenciado Óscar Espinoza Ro­
mero, así como de las demás personas que participaron en las irregularidades cometidas durante la 
integración de la citada averiguación previa; asimismo, ordene que se inicie y determine el proce­
dimiento administrativo de responsabilidad en contra del referido servidor público, por la probable 
violación a la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Sinaloa. 
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México, D. F., 21 de diciembre de 2000 

Derivada del recurso de impugnación 
donde fue agraviado el señor Ricardo 
Morales López 

Lic. Juan S. Millán Lizárraga, 
Gobernador Constitucional 
del Estado de Sinaloa, 
Culiacán, Sin. 

Distinguido Gobernador: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
con fundamento en lo dispuesto por los artícu­
los 102, apartado B, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos; 1o.; 6o., frac­
ciones IV y V; 15, fracción VII; 24, fracción 
IV; 55; 61; 62; 63; 65, y 66, de la Ley de la Co­
misión Nacional de Derechos Humanos, y 158 de 
su Reglamento Interno, ha examinado los ele­
mentos contenidos en el expediente CNDH/121/ 
99/SIN/I00207, relacionados con el recurso de 
impugnación interpuesto por el señor Ricardo 
Morales López, y vistos los siguientes: 

I. HECHOS 

A. El 13 de enero de 1999 el señor Ricardo Mo­
rales López presentó un escrito de queja ante la 
Comisión Estatal de Derechos Humanos del Es­
tado de Sinaloa, por presuntas violaciones co­
metidas en su perjuicio, durante la integración de 
las averiguaciones previas SIG/I/038/98 y SIG/ 
I/085/98, incoadas en contra del señor Juan Ro­
dolfo López Monroy: la primera de ellas, como 
probable responsable de los delitos de amenazas 
y allanamiento de morada, y la segunda, por los 
delitos de fraude, falsificación y uso indebido de 
documento falso; conductas que, aseguró el que­
joso, fueron cometidas en su agravio con obje­

to de despojarlo de un predio, para lo cual el 
señor López Monroy exhibió un título de crédito 
falso ante la autoridad judicial, lo que motivó un 
embargo precautorio de su propiedad dentro del 
juicio ejecutivo mercantil número 38/98. 

B. Previa la investigación correspondiente, el 
17 de mayo de 1999 la citada Comisión Estatal 
dirigió la Recomendación 14/99 a las siguien­
tes autoridades: 

—Al Procurador General de Justicia del Es­
tado: 

PRIMERA. Revoque la resolución de no ejer­
cicio de la acción penal que el licenciado Ós­
car Espinoza Romero, agente del Ministerio 
Público del Fuero Común, de San Ignacio, 
dictó el 31 de diciembre de 1998, al resol­
ver la averiguación previa 85/98, y la tramite 
de nuevo, subsanando los errores y deficien­
cias que esta Comisión advirtió en dicha in­
dagatoria penal, mismos que se encuentran 
señalados en el considerando IV de esta re­
solución. 

SEGUNDA. Se ordene a quien corresponda 
tramite con diligencia la averiguación previa 
38/98, dado que, como quedó demostrado, se 
ha dejado de actuar en ella hasta 263 días, y 
después de que subsane debidamente lo que 
deba subsanarse, la resuelva con riguroso 
apego a Derecho. 

TERCERA. Se dicte una circular instruyen­
do a los CC. agentes del Ministerio Público 
se abstengan de designar peritos a los CC. 
Salvador Ortega López, Juan Carlos Tirado 
Dautt y Martín A. Arvizu Llanes, así como, 
en general, a personas que no demuestren 
tener la preparación y experiencia necesa­
rias para cumplir con sus funciones. 
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CUARTA. Se ordene al agente del Ministe­
rio Público que corresponda inicie averigua­
ción previa contra los servidores públicos 
mencionados para determinar si los actos anó­
malos en que incurrieron actualizan alguna 
hipótesis del Código Penal del Estado o ley 
penal especial y, en su caso, se ejercite ac­
ción penal en su contra. 

—Al C. Contralor General y Desarrollo Ad­
ministrativo 

ÚNICA. Dadas las negligencias en que, de 
acuerdo con lo expuesto en los considerandos 
IV; V, y VI, inciso b), de esta resolución, 
incurrieron los licenciados Óscar Espinoza 
Romero y Vicente Javier Martínez Camacho, 
se inicie procedimiento administrativo de in­
vestigación para determinar si tales servido­
res públicos transgredieron o no, en el caso 
que nos ocupa, la Ley de Responsabilidades 
de los Servidores Públicos y, en caso de que 
se acuerde la instauración de tal procedimien­
to y de que, tramitado éste en los términos 
de ley, se resuelva que sí se incurrió en tales 
incumplimientos, se les apliquen, de acuerdo 
con las atribuciones de esa Contraloría, las 
sanciones que estime pertinentes, sin perjui­
cio de que de serles aplicable otra, y ésta co­
rresponda hacerla efectiva al titular de la Pro­
curaduría General de Justicia del Estado, se 
comunique a éste lo conducente para que sea 
él, en ejercicio de sus atribuciones, quien 
aplique la que conforme a Derecho proceda, 
y, desde luego, informe de ello a esa Con­
traloría, y esa dependencia, a su vez, a esta 
Comisión, sin perjuicio de que la Procura­
duría, si así lo decide, lo haga del conoci­
miento de esta Comisión. 

C. Mediante los oficios 000094 y DCG.0067/99, 
ambos del 27 de mayo de 1999, la Procuraduría 

General de Justicia del Estado y la Contraloría Ge­
neral y Desarrollo Administrativo, respectiva­
mente, informaron a la Comisión Estatal la no 
aceptación de la Recomendación 14/99. 

D. El 2 de julio de 1999 esta Comisión Nacio­
nal recibió el oficio CEDH/P/DF000516, del 25 
de junio del año citado, mediante el cual la Co­
misión Estatal de Derechos Humanos del Estado 
de Sinaloa remitió el escrito de inconformidad, 
sin fecha, firmado por el señor Ricardo Morales 
López, al cual le asignó el expediente CNDH/121/ 
99/SIN/I00207. 

II. EVIDENCIAS 

En este caso las constituyen: 

A. El oficio CEDH/DF/000516, del 25 de junio 
de 1999, mediante el cual la Comisión Estatal re­
mitió a esta Comisión Nacional el escrito de in-
conformidad interpuesto por el señor Ricardo 
Morales López, así como diversos anexos, en­
tre los que destacan los siguientes: 

1. Un escrito de inconformidad, sin fecha, pre­
sentado por el señor Ricardo Morales López, el 
15 de junio de 1999, ante la Comisión Estatal 
de Derechos Humanos del Estado de Sinaloa. 

2. La copia certificada de la Recomendación 14/ 
99, emitida por la Comisión Estatal de Derechos 
Humanos del Estado de Sinaloa, el 17 de mayo 
de 1999. 

B. El oficio CGP/PI/00021606, del 20 de julio 
de 1999, mediante el cual esta Comisión Nacio­
nal de los Derechos Humanos solicitó al Procu­
rador General de Justicia del Estado un informe 
relacionado con los hechos que motivaron el pre­
sente recurso. 
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C. El oficio CGP/PI/00021610, del 20 de julio 
de 1999, por medio del cual esta Comisión Na­
cional solicitó al Contralor General y Desarro­
llo Administrativo del Estado de Sinaloa un in­
forme respecto de los hechos que originaron el 
presente recurso. 

D. El oficio 000163, del 31 de julio de 1999, a 
través del cual el Procurador General de Justi­
cia del Estado dio contestación al requerimien­
to efectuado por esta Comisión Nacional. 

E. Las copias simples de la averiguación previa 
SIG/I/038/98, entre las que destacan las siguien­
tes constancias: 

1. La querella presentada ante el agente del Mi­
nisterio Público del Distrito Judicial de San Ig­
nacio, Sinaloa, el 2 de abril de 1998, por el se­
ñor Ricardo Morales López, en contra de Juan 
Rodolfo López Monroy, probable responsable de 
los delitos de allanamiento de morada y amenazas. 

2. El citatorio 247/98, del 17 de abril de 1998, 
dirigido al síndico municipal de Piaxtla de Abajo, 
a fin de que personal a su cargo presentara al se­
ñor Juan Rodolfo López Monroy ante la Agencia 
Primera del Ministerio Público en San Ignacio, 
el 22 del mes y año mencionados. 

3. La declaración del señor Juan Rodolfo López 
Monroy, rendida ante el agente del Ministerio 
Público del Distrito Judicial en San Ignacio, en 
calidad de indiciado, efectuada el 26 de enero 
de 1999. 

4. La propuesta de no ejercicio de la acción pe­
nal del 21 de abril de 1999. 

F. Las copias simples de la averiguación previa 
SIG/I/085/98, entre las que destacan las siguien­
tes constancias: 

1. El escrito del 18 de septiembre de 1998, sus­
crito por el señor Ricardo Morales López, me­
diante el cual presentó denuncia y querella en 
contra de Juan Rodolfo López Monroy, como 
probable responsable de los delitos de fraude, 
falsificación y uso de documento falso. 

2. El peritaje en grafoscopia sobre “un docu­
mento tipo constancia, fechado el 5 de octubre 
de 1997”, del 21 de octubre de 1998, suscrito 
por las peritas de la Coordinación de Servicios 
Periciales de la Procuraduría General de Justi­
cia del Estado, licenciada Carmina A. Rivera 
Serrano y Q. F. B. Sandra Magdalena Aispuro 
Duarte, en el cual concluyen que la rúbrica du­
bitable no corresponde al puño y letra del señor 
Ricardo Morales López. 

3. El peritaje en grafoscopia sobre “un documen­
to tipo constancia para efectos de Procampo, fe­
chado el 27 de enero de 1995”, del 21 de octubre 
de 1998, suscrito por las peritas de la Coordina­
ción de Servicios Periciales de la Procuraduría 
General de Justicia del Estado, licenciada Car­
mina A. Rivera Serrano y Q. F. B. Sandra Mag­
dalena Aispuro Duarte, en el cual concluyen que 
la rúbrica dubitable plasmada al calce del docu­
mento no corresponde al puño y letra del señor 
Ricardo Morales López. 

4. El peritaje en grafoscopia sobre “un docu­
mento tipo pagar‚ único, fechado el 13 de enero 
de 1997, por la cantidad de $250.000.00 (Dos­
cientos cincuenta mil pesos 00/100 M. N.), pa­
gadero a Juan Rodolfo López Monroy, agrega­
do en original al expediente 39/98 del Juzgado 
Mixto de San Ignacio, Sinaloa”, del 21 de octu­
bre de 1998, suscrito por las peritas de la Coordi­
nación de Servicios Periciales de la Procuraduría 
General de Justicia del Estado, licenciada Carmi­
na A. Rivera Serrano y Q. F. B. Sandra Magda­
lena Aispuro Duarte, en el cual concluyen que 
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la rúbrica no corresponde al puño y letra del 
señor Ricardo Morales López. 

5. La comparecencia del señor Juan Rodolfo Ló­
pez Monroy, ante el agente del Ministerio Pú­
blico del Distrito Judicial de San Ignacio, del 23 
de noviembre de 1998, mediante la cual solici­
tó la práctica de un nuevo peritaje sobre el pa­
gar‚ y los documentos dirigidos a Procampo. 

6. El peritaje en grafoscopia sobre “un documen­
to tipo pagar‚, con número único, de fecha 11 de 
enero de 1997, por la cantidad de $250.000.00 
(Doscientos cincuenta mil pesos 00/100 M. N.)”, 
el cual aparece en el expediente 39/98 del Juz­
gado Mixto de San Ignacio, Sinaloa, del 30 de no­
viembre de 1998, suscrito por los peritos de la 
Subprocuraduría Regional Zona Sur de la Procu­
raduría General de Justicia del Estado, Q. F. B. 
Mario Muñoz Morfín e I. M. N. Luis Mario An­
zoategui Parra, en el cual dictaminan que la firma 
dubitable contenida en el documento presenta 
un origen gráfico similar al de la firma del se­
ñor Ricardo Morales López y que fue estampa­
da por un mismo puño y letra. 

7. Los peritajes ofrecidos por el señor Juan Ro­
dolfo López Monroy, el 2 de diciembre de 1998, 
sobre el pagar‚ base de la acción en el expe­
diente 39/98, seguido ante el Juzgado Mixto de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de San 
Ignacio; el primero de ellos suscrito por el se­
ñor Salvador Ortega López y el segundo por el 
ingeniero Cuauhtémoc Camacho Godínez, am­
bos del 10 de diciembre de 1998, en cuyas con­
clusiones señalan que la firma que aparece en 
el documento procede del puño y letra del se­
ñor Ricardo Morales López. 

8. La diligencia respecto de la junta de peritos, 
del 24 de diciembre de 1998, en la cual apare­
cen como participantes Luis Mario Anzoategui 

Parra, Mario Muñoz Morfín y Carmina A. Ri­
vera Serrano. 

9. Las diligencias de protesta de cargo y ratifi­
cación de dictamen del 29 y 30 de diciembre de 
1998, respectivamente, a cargo del perito ter­
cero en discordia Martín A. Arvizu Llanes. 

10. La resolución de no ejercicio de la acción 
penal del 31 de diciembre de 1998, en la que el 
agente del Ministerio Público aseguró que en los 
peritajes en grafoscopia integrados en el expe­
diente 39/98 

[...] se ve muy claramente que sí corresponde 
a la firma que se encuentra estampada en el 
pagar‚ del señor Ricardo Morales López, 
asimismo, obran en autos la comparecencia 
de los peritos donde no llegaron a ningún 
acuerdo, que lo único que hicieron fue que 
ratificaron su dictamen, en tal virtud se pro­
puso un perito tercero en discordia, en el se 
dictaminó que la firma que aparece estam­
pada en el pagar‚ sí corresponde de puño y 
letra del señor Ricardo Morales López (sic). 

G. El oficio DCG/0101/99, por medio del cual 
el Contralor General y Desarrollo Administra­
tivo informó a esta Comisión Nacional sobre la 
no aceptación de la Recomendación 14/99, ar­
gumentando que es facultad de la Contraloría 
Interna de la Procuraduría General de Justicia del 
Estado conocer de las irregularidades imputa­
das a los servidores públicos que laboran en esa 
institución. 

H. Las copias de los escritos mediante los cua­
les el señor Ricardo Morales López interpuso 
el recurso de impugnación en contra de las re­
soluciones de no ejercicio de la acción penal res­
pecto de las averiguaciones previas SIG/I/038/98 
y SIG/I/085/98, presentadas ante la Procuraduría 
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General de Justicia del Estado el 20 de abril y 
31 de agosto de 1999. 

I. El oficio V3/18455, del 12 de julio de 2000, 
mediante el cual esta Comisión Nacional solici­
tó información a la Procuraduría General de Jus­
ticia del Estado de Sinaloa. 

J. El oficio 00281, del 17 de julio de 2000, por 
medio del cual el Supervisor de Derechos Hu­
manos de la Procuraduría General de Justicia 
del Estado dio contestación al oficio señalado 
en el punto anterior. 

K. El escrito del 30 de julio de 2000, suscrito por 
el señor Ricardo Morales López, al cual anexó 
diversos documentos, entre los que destacan los 
siguientes: 

1. Las copias certificadas ante el Notario Públi­
co Número 180 en el Estado de Sinaloa, relativas 
a las diligencias practicadas el 7 de septiembre 
de 1999, por Romualdo Chaires Aguirre, juez 
menor en la cabecera municipal de San Igna­
cio, en relación con: 

a) Las declaraciones rendidas por Lucina Cata­
lán de Cristerna, secretaria de acuerdos del Juz­
gado Mixto de Primera Instancia, donde se en­
cuentra radicado el juicio ejecutivo mercantil 
39/98, quien manifestó que el pagar‚ objeto de 
estudio del peritaje tercero en discordia del 29 
de diciembre de 1998, elaborado por el perito 
Martín A. Arvizu Llanes, en ningún momen­
to les fue requerido para dicha prueba, ni mu­
cho menos se mostró al referido experto. 

b) Las declaraciones de Apolonia Valverde Ley-
va y Diana Elizabeth Valverde Cruz, secreta­
rias de la Agencia del Ministerio Público de San 
Ignacio, quienes fueron contestes al referir que 
el 24 de diciembre de 1998, fecha en la cual su­

puestamente se llevó a cabo la junta donde par­
ticiparon los peritos Luis Mario Anzoategui Pa­
rra, Mario Muñoz Morfín y Carmina A. Rivera 
Serrano, no estuvieron presentes en ella, y que 
en las diligencias de protesta de cargo y ratifi­
cación de dictamen, efectuadas al parecer los 
días 29 y 30 de diciembre del año citado, respec­
tivamente, no estuvo presente el perito tercero 
en discordia, Martín A. Arvizu Llanes; no obs­
tante, refirieron haber firmado las actuaciones 
correspondientes en calidad de testigos de asis­
tencia, a petición del titular de la Agencia, li­
cenciado Óscar Espinoza Romero. 

2. La copia certificada del peritaje en grafos­
copia, del 29 de diciembre de 1998, que en ca­
lidad de tercero en discordia suscribió el licen­
ciado Martín A. Arvizu Llanes, en el cual aseguró 
que analizó directamente el documento original 
del pagar‚ y concluyó que la rúbrica dubitable 
corresponde al puño y letra del señor Ricardo Mo­
rales López. 

3. El escrito del 15 de marzo de 1999, mediante 
el cual el señor Ricardo Morales López solici­
tó al Procurador General de Justicia del Estado 
que las pruebas en grafoscopia se practicaran al 
contenido y firma de las cartas de cesión de de­
rechos de Procampo, del 5 de octubre de 1997 
y 27 de mayo de 1995, y que dicha actividad 
estuviera bajo la supervisión personal del Di­
rector de Investigación Criminalística y Servi­
cios Periciales. 

4. Un oficio sin número, del 17 de marzo de 1999, 
mediante el cual el licenciado Óscar González 
Mendívil, Subprocurador General de Justicia del 
Estado, instruyó al licenciado Jesús Alfredo Ló­
pez Reyna, Director de Investigación Crimi­
nalística y Servicios Periciales, para que super­
visara directamente la realización del peritaje 
solicitado por el señor Morales López. 
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5. El oficio 327/99, del 24 de mayo de 1999, 
por medio del cual el licenciado Óscar Espino­
za Romero, agente del Ministerio Público de San 
Ignacio, ordenó al ingeniero Luis Mario Anzua­
tegui Parra, jefe del Departamento de Servicios 
Periciales de la Subprocuraduría Regional Zona 
Sur, que comisionara a peritos en grafoscopia a 
fin de dictaminar los documentos señalados en 
el punto anterior. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

El 13 de enero de 1999 el señor Ricardo Morales 
López presentó una queja ante la Comisión Esta­
tal de Derechos Humanos del Estado de Sinaloa, 
en contra de servidores públicos de la Procuradu­
ría General de Justicia del mismo Estado, por 
probables violaciones a sus derechos fundamen­
tales, con motivo de la integración de las averigua­
ciones previas SIG/I/038/98 y SIG/I/085/98. 

Agotada la investigación, la Comisión Esta­
tal de Derechos Humanos del Estado de Sinaloa 
dirigió, el 17 de mayo de 1999, la Recomenda­
ción 14/99 al Procurador General de Justicia del 
Estado y al Contralor General y Desarrollo Ad­
ministrativo de la mencionada Entidad Fede­
rativa. 

El 27 de mayo de 1999 ambas autoridades ex­
presaron su determinación de no aceptar la Re­
comendación en cita, motivo por el cual el se­
ñor Ricardo Morales López interpuso el presente 
recurso de impugnación. 

IV. OBSERVACIONES 

Antes de entrar al estudio del presente asunto es 
importante hacer algunas reflexiones acerca de los 
puntos contenidos en la Recomendación 14/99. 

Las primeras cuatro recomendaciones espe­
cíficas están dirigidas al Procurador General de 
Justicia del Estado y una más al Contralor Ge­
neral y Desarrollo Administrativo. 

En relación con la revocación de la resolu­
ción de no ejercicio de la acción penal del 31 de 
diciembre de 1998, respecto de la averiguación 
previa SIG/I/85/98, solicitada en la primera re­
comendación específica, según consta en el pre­
sente expediente, tal determinación fue revocada 
el 19 de febrero de 1999, como resultado del re­
curso de inconformidad presentado por el señor 
Ricardo Morales López, ordenándose la práctica 
de diversas diligencias, por lo tanto, es eviden­
te que al 17 de mayo del año mencionado, fecha en 
que se emitió la Recomendación de mérito, ya no 
había materia respecto de este punto. Cabe desta­
car que de acuerdo con el informe del 17 de julio 
del año en curso, el Supervisor de Derechos 
Humanos del Estado informó a esta Comisión 
Nacional que aún se encontraba en trámite la in­
dagatoria en cuestión, y que se estaban practi­
cando diligencias tendentes a lograr el esclare­
cimiento de los hechos. 

Respecto de la segunda recomendación espe­
cífica, la cual solicita la tramitación de la ave­
riguación previa SIG/I/38/98, en virtud de que 
se dejó de actuar durante nueve meses, existen 
constancias en el expediente que nos ocupa de 
las que se desprende que el 21 de abril de 1999 
fue propuesto el no ejercicio de la acción penal, 
mismo que fue autorizado el 25 de mayo de 1999, 
es decir, ocho días después de que se dictó la Re­
comendación 14/99, por tal motivo, como en el 
caso anterior, dicho punto recomendatorio ha que­
dado sin materia. 

La tercera recomendación solicita que se dicte 
una circular instruyendo a los agentes del Minis­
terio Público que se abstengan de designar como 
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tales a los peritos Salvador Ortega López, Juan 
Carlos Tirado Duatt y Martín A. Arvizu Lla­
nes. Al respecto, esta Comisión Nacional coin­
cide con el criterio expresado por la Procuraduría 
General de Justicia, al señalar que no es el ór­
gano facultado para ello, y que tal prohibición 
debe realizarse con el debido respeto a la ga­
rantía de audiencia consagrada en el artículo 14 
constitucional, y, en concordancia, en el artículo 
5o. de la referida Ley Suprema, el cual señala 
que la libertad a ejercer la profesión, industria, 
comercio o trabajo, sólo podrá vedarse por de­
terminación judicial. Aunado a lo anterior, la 
competencia de los Organismos Estatales pro­
tectores de Derechos Humanos, así como de esta 
Comisión Nacional, no puede extenderse a per­
sonas que no son autoridades o servidores pú­
blicos, de conformidad con el artículo 102, apar­
tado B, de nuestra Carta Magna. 

Respecto de la cuarta recomendación, en la que 
se solicita la iniciación de la averiguación previa 
en contra de los servidores públicos menciona­
dos en el cuerpo del documento recomendatorio 
en cuestión, en párrafos posteriores se hará el es­
tudio correspondiente, así como el pronuncia­
miento que proceda. 

Por último, en relación con la recomendación 
dirigida al Contralor General y Desarrollo Admi­
nistrativo, esta Comisión Nacional de los Dere­
chos Humanos considera correcta la no acepta­
ción efectuada por su titular, toda vez que, con 
fundamento en los artículos 48, 57, 58 y 63 de 
la Ley de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos del Estado de Sinaloa, corresponde a 
la Unidad de Contraloría Interna de la Procura­
duría General de Justicia conocer en primera ins­
tancia de los procedimientos administrativos que 
en su caso procedan, en contra de servidores pú­
blicos adscritos a esa institución, y no a la cita­
da Contraloría General, como lo solicitó la Comi­

sión Estatal de Derechos Humanos del Estado 
de Sonora. 

Una vez aclarado lo anterior, a continuación 
entraremos al análisis de los hechos y eviden­
cias que motivan a esta Comisión Nacional para 
emitir la presente Recomendación, toda vez que 
los agravios hechos valer por el recurrente Ri­
cardo Morales López, en el sentido de que con 
el propósito de favorecer los intereses del señor 
Juan Rodolfo López Monroy, la Procuraduría 
General de Justicia del Estado de Sinaloa ha co­
metido diversas irregularidades en la integra­
ción de la averiguación previa SIG/I/085/98, en­
tre las que destacan la simulación de una junta 
de peritos, así como la aceptación y protesta del 
cargo de perito tercero en discordia, Martín A. 
Arvizu Llanes, quien además realizó un peritaje 
en grafoscopia sin tener a la vista el documento 
original, lo cual en su conjunto atenta contra los 
derechos fundamentales de Ricardo Morales Ló­
pez y en particular el derecho a la debida pro­
curación de justicia. 

En este orden de ideas, es imperioso que exista 
un compromiso real y serio por parte de las au­
toridades, a fin de erradicar la impunidad de los 
servidores públicos, sin que ello implique la vio­
lación a los Derechos Humanos, pues el forta­
lecimiento y generalización de éstos demanda 
de todas las autoridades un importante esfuerzo 
para su respeto y salvaguarda. 

Los referidos agravios son procedentes y fun­
dados por las siguientes razones: 

Existen constancias de que el señor Ricardo 
Morales López presentó formal denuncia de he­
chos ante el agente del Ministerio Público de San 
Ignacio, Sinaloa, mediante el escrito del 18 de 
septiembre de 1998, en contra del señor Juan 
Rodolfo López Monroy, por la comisión de los 
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delitos de fraude, falsificación y uso de docu­
mento falso, señalando que con el fin de despo­
jarlo de un predio de su propiedad, el señor Mo­
rales López falsificó su firma en un pagar‚ que 
ampara la cantidad de $250,000.00 (Doscien­
tos cincuenta mil pesos 00/100 M. N.), mismo 
que fue utilizado como documento base de la 
acción al demandar al señor Morales López en 
la vía ejecutiva mercantil, ante el Juzgado Mix­
to de Primera Instancia en San Ignacio, dentro 
del expediente 39/98. Asimismo, refirió la fal­
sificación de dos constancias de cesión de dere­
chos de siembra, para efectos de la entrega de 
estímulos de Procampo. 

Por tal motivo, el licenciado Óscar Espinoza 
Romero, agente del Ministerio Público en San 
Ignacio, Sinaloa, solicitó a la Coordinación de 
Servicios Periciales de la Procuraduría Gene­
ral de Justicia de esa Entidad Federativa la rea­
lización de un peritaje en grafoscopia, para deter­
minar si las firmas contenidas en los documentos 
de referencia fueron estampadas por el señor Mo­
rales López, y una vez realizado el estudio co­
rrespondiente, la licenciada Carmina A. Rivera 
Serrano y la Q. F. B. Sandra Magdalena Aispu­
ro Duarte concluyeron que las firmas dubita­
bles no correspondían al puño y letra del hoy 
recurrente. 

No obstante que la Representación Social ya 
contaba con un dictamen elaborado por perso­
nal adscrito a la Procuraduría General de Justicia 
del Estado, extrañamente, a petición del incul­
pado, dicho servidor público ordenó la práctica 
de un nuevo peritaje sobre el pagar‚, el cual estuvo 
a cargo de los peritos adscritos al Departamento 
de Servicios Periciales de la Subprocuraduría 
Regional de Justicia Zona Sur, Q. F. B. Mario 
Muñoz Morfín e I. M. N. Luis Mario Anzoate­
gui Parra, quienes concluyeron que la firma que 
aparece en el documento en cita fue estampa­

da por puño y letra del señor Ricardo Morales 
López. 

De acuerdo con las constancias enviadas por 
el Procurador General de Justicia, el 24 de di­
ciembre de 1998 supuestamente se llevó a cabo 
una junta de peritos donde estuvieron presentes 
los profesionales mencionados en los párrafos 
anteriores, quienes ratificaron sus respectivos 
dictámenes; sin embargo, de las diligencias prac­
ticadas por el juez menor en San Ignacio, Si­
naloa, cuyas copias certificadas fueron propor­
cionadas a esta Comisión Nacional por el señor 
Morales López, se desprende una evidente irre­
gularidad, en virtud de que los testigos de asis­
tencia, Apolonia Valverde Leyva y Diana Eli­
zabeth Valverde Cruz, secretarias adscritas a la 
Agencia del Ministerio Público de San Ignacio, 
cuyas firmas aparecen al calce de la actuación 
correspondiente, fueron contestes al referir que el 
día en que presuntamente se llevó a cabo la junta 
no estuvieron presentes en ella, no obstante, refi­
rieron haber firmado la actuación correspondien­
te a petición del titular de la agencia, licenciado 
Óscar Espinoza Romero. 

Posteriormente, el 28 de diciembre de 1998 
el licenciado Espinoza designó como perito ter­
cero en discordia al señor Martín A. Arvizu Yá­
ñez, quien compareció un día después ante la 
Representación Social para protestar su cargo 
y hacer entrega de su peritaje, en el cual refiere 
haber analizado directamente en su original el 
documento (pagaré) y grafos cuestionados, con­
cluyendo que la firma dubitable corresponde al 
puño y letra del señor Ricardo Morales López. 

Al respecto, es importante destacar que las men­
cionadas Apolonia Valverde Leyva y Diana Eli­
zabeth Valverde Cruz aseguraron que en las di­
ligencias de protesta de cargo y ratificación del 
dictamen, llevadas a cabo los días 29 y 30 de 

51 

http:250,000.00


Gaceta de la CNDH 

diciembre de 1998, no estuvo presente el perito 
tercero en discordia, Martín A. Arvizu Llanes, 
como se señaló en el informe proporcionado por 
el Procurador General de Justicia. 

Asimismo, durante la declaración rendida ante 
el juez menor de San Ignacio, por parte de la li­
cenciada Lucina Catalán de Cristerna, secretaria 
de acuerdos del Juzgado Mixto de Primera Ins­
tancia, donde se encuentra radicado el juicio eje­
cutivo mercantil 39/98, manifestó que el pagaré 
objeto de estudio del peritaje tercero en discordia, 
elaborado por Martín A. Arvizu Llanes, en nin­
gún momento fue requerido, ni mucho menos se 
mostró para dicha prueba al referido experto, 
quien, por lo tanto, no pudo haber realizado su 
estudio sobre el documento original. 

Es pertinente señalar que las conductas atribui­
das al citado perito tercero en discordia pueden ser 
constitutivas de la comisión de los delitos de fal­
sedad ante autoridad y responsabilidad profesio­
nal, previstos y sancionados, respectivamente, por 
los artículos 314, fracciones I y IV, y 279, del 
Código Penal para el Estado de Sinaloa, situa­
ción que oficiosamente, y toda vez que se trata de 
un particular, debe ser conocida por el repre­
sentante social. 

Otro punto relevante consiste en el hecho de 
que durante marzo de 1999 el licenciado Ós­
car González Mendívil, Subprocurador Gene­
ral de Justicia del Estado, instruyó al Director 
de Investigación Criminalística, licenciado Je­
sús Alfredo López Reyna, supervisar personal­
mente la realización de un peritaje grafoscópi­
co solicitado por el recurrente; sin embargo, esto 
no se llevó a cabo. 

Por su parte, el Procurador General de Justi­
cia, al dar contestación al requerimiento realizado 
por esta Comisión Nacional sobre la no acepta­

ción de la Recomendación 14/99, se concretó a 
señalar que la citada indagatoria se encontraba 
en trámite, al haberse revocado la resolución 
del 31 de diciembre de 1999, adjuntando copias 
simples de la misma. 

Así, de las pruebas contenidas en el expediente 
de mérito, esta Comisión Nacional llegó a la con­
clusión de que en la integración de la averigua­
ción previa SIG/I/085/98 existen probables res­
ponsabilidades por parte del agente del Ministerio 
Público del Fuero Común en San Ignacio, Sina­
loa, licenciado Óscar Espinoza Romero, al haber 
solicitado las firmas, en calidad de testigos, a las 
secretarias adscritas a la agencia, para validar la 
diligencia de junta de peritos, así como, posterior­
mente, la toma de protesta de cargo y ratifica­
ción del perito tercero en discordia, sin que di­
chas personas estuvieran presentes. 

Así las cosas, las conductas señaladas ante­
riormente, realizadas durante la tramitación de 
la averiguación previa SIG/I/085/98, por parte 
del agente del Ministerio Público en San Igna­
cio, Sinaloa, licenciado Óscar Espinoza Rome­
ro, pueden ser constitutivas de la comisión del 
delito contra la procuración y administración de 
justicia, previsto por el artículo 326, fracción 
V, del Código Penal para el Estado de Sinaloa. 

Asimismo, el funcionario mencionado incu­
rrió en el incumplimiento de las obligaciones de 
salvaguardar la legalidad, lealtad, imparciali­
dad y eficiencia en el desempeño de su empleo, 
cargo o comisión, transgrediendo así lo estableci­
do en el artículo 47, fracciones I y XIX, de la 
Ley de Responsabilidades de los Servidores Pú­
blicos del Estado de Sinaloa, lo que da lugar a 
la instrucción del procedimiento administrati­
vo de responsabilidad ante los órganos discipli­
narios y a la aplicación de las sanciones corres­
pondientes. 

52 



Recomendaciones 

De los anteriores preceptos se desprende que 
la actuación del referido servidor público vio­
lentó los Derechos Humanos del recurrente. 

Por lo tanto, esta Comisión Nacional se per­
mite formular respetuosamente a usted, Gober­
nador del Estado de Sinaloa, las siguientes: 

V. RECOMENDACIONES 

PRIMERA. En ejercicio de sus facultades lega­
les, se sirva instruir al titular de la Procuraduría 
General de Justicia del Estado, a efecto de que se 
subsanen las irregularidades detectadas duran­
te la tramitación de la averiguación previa SIG/ 
I/085/98, y una vez realizadas las diligencias 
necesarias, se resuelva conforme a Derecho tal 
indagatoria. 

SEGUNDA. Se sirva instruir al Procurador Ge­
neral de Justicia del Estado de Sinaloa, a efecto de 
dar vista al Ministerio Público correspondiente 
para que inicie y determine conforme a Derecho 
una averiguación previa en contra del licenciado 
Óscar Espinoza Romero, así como las demás per­
sonas que participaron en las irregularidades co­
metidas durante la integración de la averiguación 
previa SIG/I/085/98, y, asimismo, ordene se ini­
cie y determine el procedimiento administrativo 
de responsabilidad en contra del referido servidor 
público, por la probable violación a la Ley de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos 
del Estado de Sinaloa. 

La presente Recomendación, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 102, apartado B, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, tiene el carácter de pública y se emite 
con el propósito fundamental tanto de hacer una 
declaración respecto de una conducta irregular 
por parte de servidores públicos en el ejercicio 
de las facultades que expresamente les confiere 
la ley, como de obtener la investigación que pro­
ceda por parte de las dependencias administrati­
vas o cualesquiera otras autoridades competentes 
para que, dentro de sus atribuciones, apliquen 
las sanciones conducentes y se subsane la irre­
gularidad cometida. 

De conformidad con el artículo 46 de la Ley 
de la Comisión Nacional de Derechos Humanos, 
solicito a usted que la respuesta sobre la acep­
tación de esta Recomendación, en su caso, se 
informe dentro del término de 15 días hábiles 
siguientes a esta notificación. 

Igualmente, con el mismo fundamento jurídi­
co, solicito a usted que, en su caso, las pruebas co­
rrespondientes al cumplimiento de la Recomen­
dación que se le dirige se envíen a esta Comisión 
Nacional dentro de un término de 15 días hábi­
les siguientes a la fecha en que haya concluido 
el plazo para informar sobre la aceptación de la 
misma. 

La falta de presentación de pruebas dará lu­
gar a que se interprete que la presente Recomen­
dación no fue aceptada, por lo que la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos quedará en 
libertad de hacer pública esta circunstancia. 

Atentamente
 
El Presidente de la Comisión Nacional
 

Rúbrica
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Recomendación 37/2000
 

Síntesis: El 8 de marzo de 1999 los señores Salvador y Feliciano Valencia Pérez presentaron un escrito 
de queja ante la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Veracruz por presuntas violaciones a 
sus Derechos Humanos, cometidas por elementos de la Policía Municipal de Acayucan. El 11 de abril 
del año citado el primero de los mencionados amplió la queja en favor de su hermano Juan Valencia 
Pérez, de 14 años de edad. 

Del resultado de las investigaciones, la Comisión Estatal acreditó violaciones a los Derechos Huma­
nos de los agraviados, en virtud de lo cual el 14 de julio de 1999 emitió la Recomendación 47/99, 
dirigida al Presidente Municipal de Acayucan, Veracruz. El 30 de agosto de 1999 el citado funcio­
nario informó a la Comisión Local la no aceptación de la Recomendación. 

En consecuencia, Salvador y Juan Valencia Pérez presentaron un recurso de inconformidad ante 
la Comisión Estatal, el cual fue recibido en esta Comisión Nacional el 6 de septiembre de 1999, y 
quedó registrado con el expediente CNDH/122/99/VER/I00274.000. 

De las actuaciones que esta Comisión Nacional realizó comprobó la existencia de diversas irregula­
ridades que constituyen actos violatorios a los Derechos Humanos de los agraviados, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por la realiza­
ción de detenciones ilegales, allanamiento de domicilio sin orden de cateo, retención ilegal y atentados 
contra la integridad física, lo que se traduce en abuso de funciones de autoridad, ya que los servidores 
públicos involucrados faltaron al deber que les está encomendado, de acuerdo con lo señalado en el 
artículo 46 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos para el Estado de Veracruz. 

En tal virtud, el 21 de diciembre de 2000 esta Comisión Nacional dirigió la Recomendación 37/2000 
al Presidente Municipal de Acayucan, Veracruz, a fin de que cumpla el primer punto de la Recomenda­
ción 47/99 que le dirigió la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Veracruz, el 14 de julio 
de 1999. 

México, D. F., 21 de diciembre de 2000 

Derivada del recurso de impugnación 
del señor Salvador Valencia Pérez 
y del menor de edad Juan 
Valencia Pérez 

C. Cesáreo Ortiz Peñaloza,
 
Presidente Municipal de Acayucan, Veracruz,
 
Acayucan, Ver.
 

Distinguido Presidente Municipal: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
con fundamento en lo dispuesto por los artícu­
los 102, apartado B, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos; 1o.; 4o.; 6o., 
fracciones IV y V; 15, fracción VII; 24, frac­
ción IV; 55; 61; 62; 63; 64; 65, y 66, de la Ley 
de la Comisión Nacional de Derechos Humanos, 
y 158 de su Reglamento Interno, ha examinado 
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los elementos contenidos en el expediente CNDH/ 
122/99/VER/I00274.000, relacionados con el re­
curso de impugnación interpuesto por el señor 
Salvador Valencia Pérez y el menor Juan Va­
lencia Pérez, y vistos los siguientes: 

I. HECHOS 

A. El 8 de marzo de 1999 los señores Salvador y 
Feliciano Valencia Pérez presentaron un escri­
to de queja ante la Comisión de Derechos Huma­
nos del Estado de Veracruz, por presuntas vio­
laciones a sus Derechos Humanos cometidas por 
elementos de la Policía Municipal de Acayucan, 
Veracruz. El 11 de abril del año mencionado, el 
primero de los nombrados, ante un visitador ad­
junto de la Comisión Estatal, amplió la queja a 
favor de su hermano Juan Valencia Pérez, de 
14 años de edad. 

B. Previa investigación, el 14 de julio de 1999 la 
Comisión de Derechos Humanos del Estado de 
Veracruz emitió la Recomendación 47/99, di­
rigida al señor Cesáreo Ortiz Peñaloza, Presi­
dente Municipal Constitucional de Acayucan, 
Veracruz, en los términos siguientes: 

PRIMERA. Con fundamento en lo estable­
cido por la Ley Número 95 de Seguridad Pú­
blica del Estado y los artículos 140, fracción 
II; 142; 145, y demás aplicables de la Ley 
Orgánica del Municipio Libre vigente en el Es­
tado, deberá sancionar conforme a Derecho 
corresponda a los CC. Ricardo Romero Ver­
gara, Eleuterio Vázquez Rodríguez, Hermilo 
Rodríguez Gómez, Eusebio Lugo Malerva y 
Santos González Barragán, inspector, segundo 
comandante y elementos que son, respectiva­
mente, de la Policía Municipal de Acayu­
can, Veracruz, por haber incurrido en actos 
violatorios de Derechos Humanos en agra­

vio del C. Salvador Valencia Pérez y del me­
nor de edad Juan Valencia Pérez, debiendo 
dar vista de estos hechos al C. agente del Mi­
nisterio Público que corresponda para el ejer­
cicio de sus funciones. 

Cabe advertir que el segundo punto de la Re­
comendación fue dirigida al Procurador Gene­
ral de Justicia del Estado, por lo cual no fue ma­
teria de estudio en el presente recurso. 

C. El 30 de agosto de 1999, mediante un oficio 
del 28 de julio del año mencionado, el citado Pre­
sidente Municipal manifestó a la Comisión Es­
tatal la no aceptación de la Recomendación de 
referencia. 

D. El 6 de septiembre de 1999 la licenciada Mar­
garita Herrera Ortiz, Presidenta de la Comisión de 
Derechos Humanos del Estado de Veracruz, remi­
tió los escritos de impugnación de los recurrentes, 
en contra de la no aceptación de la Recomenda­
ción en comento, los cuales fueron recibidos por 
esta Comisión Nacional el 6 de septiembre de 
1999. 

II. EVIDENCIAS 

En este caso las constituyen: 

A. El oficio número 067/99, del 2 de septiem­
bre de 1999, suscrito por la licenciada Marga­
rita Herrera Ortiz, Presidenta de la Comisión 
de Derechos Humanos del Estado de Veracruz, 
a través del cual informó sobre el recurso de 
impugnación interpuesto por Salvador y Juan 
Valencia Pérez. 

B. La copia certificada del expediente de queja 
Q/1011/99, que incluye, entre otros, los siguien­
tes documentos: 
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1. El escrito de queja presentado el 8 de marzo 
de 1999 por los señores Salvador y Feliciano 
Valencia Pérez. 

2. El oficio 285/99, del 16 de marzo de 1999, a 
través del cual la Comisión Estatal solicitó al 
licenciado Alejandro Perea Parra, Director del 
Centro de Readaptación Social de Acayucan, cer­
tificado del examen médico de ingreso practi­
cado al quejoso. 

3. El oficio 287/99, del 17 de marzo de 1999, me­
diante el cual la Comisión de Derechos Humanos 
del Estado de Veracruz solicitó al Presidente Mu­
nicipal un informe de la detención del señor Sal­
vador Valencia Pérez, en el que precisara de quién 
dependen los elementos de la Policía Municipal 
que participaron en la detención, el motivo de la 
misma, la fecha y la hora de la detención y puesta 
a disposición, y sobre los golpes que el agraviado 
refiere le fueron propinados; además, pidió que 
remitiera el certificado médico de lesiones. Asi­
mismo, los oficios 370/99 y 388/99, del 6 y 12 
de abril del año citado, por medio de los cuales 
la Comisión Estatal envió un recordatorio. 

4. El oficio 291/99, del 17 de marzo de 1999, por 
medio del cual la Comisión Estatal solicitó al 
comandante de la Policía Municipal un informe 
en relación con la queja. 

5. El oficio 174/99, del 22 de marzo de 1999, me­
diante el cual el Director del centro penitenciario 
envió a la Comisión Estatal el certificado médi­
co del interno Salvador Valencia Pérez, del 13 de 
enero del año mencionado, suscrito por el doc­
tor Miguel Ángel Martínez Carrión, jefe del Ser­
vicio Médico de dicho establecimiento, en el cual 
señala: 

[...] presenta escoriación dermoepidérmica 
de arrastre en partes costrificadas y en otras 

descostrificadas, sobre la región cigomática y 
orbitraria izquierda en su tercio externo, otras 
en región nasal con las mismas característi­
cas en la cual refiere algia de la región nasal. 
Refiere algia en región mamaria en la cual 
se observa desarrollo de la glándula mama­
ria derecha (de los dos años se le formó), pre­
senta escoriaciones dermoepidérmicas con 
las características arriba mencionadas en el 
dorso de la muñeca de la mano derecha... 

6. El oficio 290, del 27 de marzo de 1999, a través 
del cual el comandante de la Policía Municipal de 
Acayucan rindió un informe manifestando que 
siendo las 11:00 horas del 10 de enero del año 
citado, el agraviado fue detenido por los policías 
municipales de nombres Santos González Barra­
gán, Eleuterio Vázquez Rodríguez, Hermilo Ro­
dríguez Gómez y Eusebio Lugo Malerva, adscri­
tos al Ayuntamiento, y puesto a disposición del 
Ministerio Público a las 17:30 horas del mismo 
día; añadió que el señor Salvador Valencia Pérez 
en ningún momento fue golpeado. 

Al oficio anexó lo siguiente: 

a) La copia del certificado médico del 10 de ene­
ro de 1999, suscrito por el doctor Rafael Valdi­
vieso Marín, adscrito a la Procuraduría General 
de Justicia del Estado, por medio del cual certifi­
có las lesiones presentadas por el señor Salvador 
Valencia Pérez, consistentes en escoriaciones der­
moepidérmicas costrificadas y descostrificadas 
en algunas áreas diseminadas en cautoexterno 
del ojo izquierdo de dos centímetros de diáme­
tro, 1.5 centímetros de diámetro en dorso de la 
nariz y de un centímetro en dorso de la muñeca 
de la mano derecha; lesiones que no ponen en 
peligro la vida y tardan en sanar hasta 15 días. 

b) El oficio 32, del 10 de enero de 1999, signa­
do por Ricardo Romero Vergara, inspector ge­
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neral de la Policía del Municipio de Acayucan, 
mediante el cual puso a disposición a Salvador 
Valencia Pérez, precisando que al realizar una 
revisión de rutina en la colonia Las Cruces de 
esa municipalidad, se detectó al taxi económico 
número 77, tripulado de manera sospechosa por 
el señor Rafael Tadeo Portas, hallando dentro de 
una cajuela cuatro y medio costalillos de carne 
fresca, la cual, según refirió este último, la ad­
quirió por conducto de Salvador Valencia Pé­
rez, en la cantidad de $3,000.00 (Tres mil pe­
sos 00/100 M. N.). 

7. El acta circunstanciada del 11 de abril de 1999, 
por medio de la cual la Comisión Estatal certi­
ficó la ampliación de la queja del señor Salva­
dor Valencia Pérez, a favor de su hermano Juan 
Valencia Pérez, de 14 años de edad, a quien tam­
bién detuvieron el 10 de enero, golpeándolo en 
dos ocasiones en la espalda con una macana. 

8. Un oficio sin número, recibido en la Comi­
sión de Derechos Humanos del Estado de Vera-
cruz el 16 de abril de 1999, suscrito por el Pre­
sidente Municipal de Acayucan, a través del cual 
negó haber detenido a Juan Valencia Pérez o 
maltratar físicamente al señor Salvador, de los 
mismos apellidos, ni haber allanado el domici­
lio de este último, toda vez que fue detenido en 
las afueras de su casa, por lo cual no hubo ne­
cesidad de contar con una orden expedida por 
un juez; confirmó que el señor Salvador Valen­
cia Pérez se encontraba interno en el Recluso­
rio Regional de Acayucan. 

9. El oficio V/925/99, del 26 de abril de 1999, 
recibido en la Comisión Estatal el 29 del mes y 
año mencionados, por medio del cual el licen­
ciado Héctor Palma Molina, agente del Minis­
terio Público Visitador de la Procuraduría, en­
cargado de la atención de quejas de Derechos 
Humanos, manifestó su negativa de haber dete­

nido a los señores Salvador y Feliciano Valen­
cia Pérez, y precisó que fueron presentados en 
calidad de libres ante el agente primero del Minis­
terio Público investigador, para rendir declara­
ción dentro de la averiguación previa ACA1/017/ 
999/II, agregando que en ningún momento fueron 
golpeados ni ingresados a los separos, pues no 
existe ese lugar. 

10. El oficio 477/99, del 29 de abril de 1999, a 
través del cual el Director de Atención a Meno­
res, Personas de la Tercera Edad y Discapaci­
tados de la Comisión Local solicitó al general 
brigadier del Estado Mayor Valentín Román Ló­
pez, Director General de Seguridad Pública en 
el Estado, un informe en el que precisara si el 
menor Juan Valencia Pérez había sido deteni­
do, y en caso afirmativo el motivo legal de su 
detención, la hora, el lugar en que se realizó la 
misma y el nombre de los elementos aprehen­
sores, enviando copias de las constancias que 
acreditaran su dicho, así como el certificado mé­
dico y el parte rendido por el comandante o ins­
pector de la Policía Municipal de aquel lugar, 
de los días 10, 11 y 12 de enero del año citado. 

11. El oficio 532, del 7 de mayo de 1999, me­
diante el cual el Director General de Seguridad 
Pública en el Estado informó que el 10 de enero 
del año mencionado el señor Salvador Valencia 
Pérez fue detenido y puesto a disposición del 
Ministerio Público, participando en la acción los 
elementos policiales Santos González Barragán, 
Eleuterio Vázquez Rodríguez, Hermilo Rodrí­
guez Gómez y Eusebio Lugo Malerva, adscritos 
al Ayuntamiento Constitucional de Acayucan, 
quienes negaron haberlo golpeado, así como ha­
berse introducido a su casa-habitación. Precisó 
que el menor Juan Valencia Pérez no fue detenido. 

12. El acta circunstanciada del 15 de mayo de 
1999, elaborada por la Comisión Local, median­
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te la cual un visitador adjunto entrevistó a la se­
ñora María Francisca Pérez Rodríguez y a las 
menores Consuelo y Elizabeth Valencia Pérez, 
madre y hermanas de los hoy recurrentes, ma­
nifestando las dos primeras que aproximadamen­
te a las 10 de la mañana del 10 de enero de 1999 
llegaron 10 policías municipales, deteniendo tres 
de ellos a Salvador Valencia Pérez, quien se en­
contraba en el patio de su casa, golpeándolo con 
los pies y con una pistola en la cabeza y en di­
versas partes del cuerpo; asimismo, detuvieron al 
menor Juan Valencia Pérez, de 14 años de edad, 
y lo llevaron hacia la carretera, la cual se loca­
liza a 300 o 400 metros de distancia, donde los 
policías lo golpearon en la espalda. La menor 
Elizabeth comentó no haberse dado cuenta si du­
rante la detención su hermano Salvador fue gol­
peado. 

13. La copia del acta de nacimiento número 
001014, levantada en el Registro Civil de Aca­
yucan, Veracruz, en la que se certifica que el me­
nor Juan Valencia Pérez nació el 24 de junio de 
1984. 

14. La copia de la Recomendación 47/99, del 
14 de julio de 1999, enviada por la Comisión de 
Derechos Humanos del Estado de Veracruz al 
Presidente Municipal de Acayucan. 

15. Un oficio sin número, del 28 de julio de 1999, 
mediante el cual el Presidente Municipal de Aca­
yucan informó la negativa de sancionar a los po­
licías de ese municipio. 

16. Los escritos del 10 de agosto de 1999, a tra­
vés de los cuales el señor Salvador Valencia Pé­
rez y el menor Juan Valencia Pérez presentaron el 
recurso de inconformidad ante la Comisión Es­
tatal, por la negativa del Presidente Municipal de 
Acayucan, Veracruz, de aceptar la Recomenda­
ción 47/99. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

El 8 de marzo de 1999 la Comisión de Derechos 
Humanos del Estado de Veracruz recibió una 
queja suscrita por los señores Salvador y Felicia­
no Valencia Pérez, quienes manifestaron pro­
bables violaciones a los Derechos Humanos co­
metidas en su contra por elementos de la Policía 
Municipal de Acayucan; dicha queja sólo fue ra­
tificada por el primero. El 11 de abril del año 
mencionado el señor Salvador agregó que di­
chas irregularidades también se cometieron en 
contra de su hermano menor, de nombre Juan, 
de los mismos apellidos. 

Del resultado de las investigaciones realiza­
das por la Comisión de Derechos Humanos del 
Estado de Veracruz, la misma determinó la Re­
comendación 47/99, del 14 de julio de 1999, diri­
gida al Presidente Municipal de Acayucan, pues 
se acreditaron arbitrariedades en las detencio­
nes de los agraviados. 

El 28 de julio de 1999 el Presidente Munici­
pal manifestó a la referida Comisión Local la 
no aceptación de la Recomendación y, en conse­
cuencia, el señor Salvador y el menor Juan, am­
bos de apellidos Valencia Pérez, señalaron su 
inconformidad ante la Comisión Estatal, mis­
ma que fue remitida a esta Comisión Nacional 
mediante el oficio 067/99, del 2 de septiembre 
de 1999, y dio origen al expediente CNDH/122/ 
99/VER/I00274.000. 

IV. OBSERVACIONES 

Después de realizado el análisis de los hechos y 
las evidencias que integran el expediente del pre­
sente recurso de impugnación, esta Comisión 
Nacional llegó a la conclusión de que la Reco­
mendación 47/99, formulada por la Comisión de 
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Derechos Humanos del Estado de Veracruz, se 
emitió en coherencia con las evidencias que obran 
en el expediente de queja. Además, conforme a 
los argumentos y fundamentos de derecho apli­
cables, los cuales se respaldan en las constancias 
recabadas durante las investigaciones tanto de 
la Comisión Estatal como de esta Comisión Na­
cional, se desprende responsabilidad de los ser­
vidores públicos adscritos a la Policía Munici­
pal de Acayucan, por violación a los Derechos 
Humanos de los agraviados. 

Por lo anterior, y de acuerdo con lo precisa­
do por la Comisión de Derechos Humanos del 
Estado de Veracruz, se hace énfasis en las con­
sideraciones siguientes: 

A. Detención ilegal. 

De los testimonios vertidos por el recurrente y sus 
familiares, así como de las constancias que in­
tegran el expediente que nos ocupa, se desprende 
que el señor Salvador Valencia Pérez fue deteni­
do el 10 de enero de 1999 por el segundo coman­
dante Eleuterio Vázquez Rodríguez y los policías 
municipales Hermilo Rodríguez Gómez, Euse­
bio Lugo Malerva y Santos González Barragán, 
sin que haya existido una orden de aprehensión 
emitida por autoridad competente, o bien acredi­
tados los supuestos de flagrancia o caso urgente, 
emitida por autoridad competente, para llevarla a 
cabo, por lo que dicha detención fue practicada 
de manera arbitraria por policías municipales y 
no se ejecutó en los términos del artículo 16 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, el cual señala que nadie podrá ser 
molestado en su persona, familia, domicilio, pa­
peles o posesiones, sino en virtud de mandamien­
to escrito de una autoridad competente. 

Queda acreditada la detención, pues el Presi­
dente Municipal de Acayucan, en su oficio del 

28 de julio de 1999, dirigido a la Comisión de 
Derechos Humanos del Estado de Veracruz, al 
expresar su negativa de aceptar la Recomenda­
ción 47/99, del 14 de julio de 1999, argumentó 
que los elementos de convicción que sirvieron 
para la conclusión del Organismo Local se ba­
san en el dicho de supuestos testigos presencia­
les de los hechos; también refirió que no se to­
maron en cuenta “las condiciones que se llevaron 
a cabo en el momento de su detención y el riesgo 
que corrieron los policías para lograr la apre­
hensión del sujeto activo”. Lo que además se 
corrobora con la manifestación de que no hubo 
necesidad de contar con una orden expedida por 
un juez, debido a que el inculpado “fue deteni­
do a las afueras de su domicilio”. 

De igual manera se advierte que los servidores 
públicos adscritos a la Policía Municipal de Aca­
yucan, que realizaron la detención sin contar con 
la respectiva orden, violaron en perjuicio del se­
ñor Valencia Pérez lo determinado en el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
mismo que fue ratificado por México y entró 
en vigor el 23 de julio de 1981, el cual señala en 
los artículos 9.1 y 9.5 que todo individuo tiene 
derecho a la libertad y a la seguridad persona­
les; que nadie podrá ser sometido a detención o 
prisión arbitrarias, salvo por las causas fijadas 
por la ley y con arreglo al procedimiento esta­
blecido en ésta, y que toda persona que haya 
sido ilegalmente detenida o presa tendrá el de­
recho efectivo a obtener reparación. 

B. Allanamiento de domicilio sin orden de 
cateo. 

Aunado a lo anterior, y no obstante la negativa 
manifestada por la autoridad presuntamente res­
ponsable, existen evidencias que advierten que 
la detención, además, se llevó a cabo en el inte­
rior de su casa-habitación. 
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En tal sentido, se advierte que los policías mu­
nicipales antes referidos, en el momento de la de­
tención del señor Salvador Valencia Pérez, pro­
cedieron a introducirse a su domicilio sin contar 
con autorización para ello, y aun cuando el Pre­
sidente Municipal de Acayucan reitera su nega­
tiva, ésta queda desvirtuada con los testimonios 
de los familiares que se encontraban presentes 
en el momento de la detención y que coinciden en 
señalar “que los policías se metieron a la casa, 
según ellos a buscar carne, pero no encontra­
ron nada”, de lo que se infiere que dicha con­
ducta violó lo dispuesto por el párrafo octavo 
del artículo 16 constitucional, que a la letra dice: 

En toda orden de cateo, que sólo la autoridad 
judicial podrá expedir y que será escrita, se 
expresará el lugar que ha de inspeccionarse, 
la persona o las personas que hayan de apre­
henderse y los objetos que se buscan, a lo que 
únicamente debe limitarse la diligencia, le­
vantándose al concluirla un acta circunstancia­
da, en presencia de dos testigos propuestos 
por el ocupante del lugar cateado, o en su au­
sencia o negativa por la autoridad que practi­
que la diligencia. 

Al respecto, es necesario mencionar que el 
aseguramiento del señor Salvador Valencia Pé­
rez, llevado a cabo por los policías municipales 
de Acayucan, no es coincidente con la hipótesis 
establecida en el mandato constitucional alu­
dido, pues éste se ejecutó, por un lado, como ya 
se dijo, sin contar con una orden de aprehen­
sión o sin acreditarse los supuestos de flagran­
cia o urgencia, y por otro, sin orden de cateo 
dictada por la autoridad judicial, allanando in­
debidamente el domicilio del detenido o actuando 
en colaboración de otra autoridad, por lo cual 
se desprende que dicha detención se realizó ar­
bitrariamente, al margen de la ley, lo que gene­
ra responsabilidad de los referidos servidores 

públicos, pues con dicha conducta violaron sus 
Derechos Humanos. 

C. Retención ilegal. 

Por otro lado, cabe destacar que el señor Salva­
dor Valencia Pérez fue detenido a las 11:00 ho­
ras del 10 de enero de 1999, en el patio de su 
casa, cuando se encontraba en compañía de sus 
familiares, según testimoniales contenidas en dos 
actas circunstanciadas y del parte informativo 
levantados el 15 de mayo de 1999 por un visita­
dor adjunto de la Comisión Estatal. No obstan­
te, el señor Salvador Valencia Pérez fue puesto a 
disposición de la Agencia Primera del Ministe­
rio Público investigador de Acayucan hasta las 
17:30 horas del día referido, según consta en el 
informe contenido en el oficio número 290, del 
27 de marzo de 1999, signado por el señor Fe­
liciano Alvarado López, comandante de la Po­
licía Municipal de Acayucan. 

De lo anterior, se advierte que, además, Ri­
cardo Romero Vergara, inspector general de la 
Policía Municipal de Acayucan, Veracruz, incu­
rrió en actos violatorios a los Derechos Humanos 
en agravio del señor Salvador Valencia Pérez, 
al haberlo retenido injustificadamente, ya que 
de acuerdo con lo manifestado tanto por el co­
mandante de la Policía Municipal como por el 
Presidente Municipal, ambos de Acayucan, el in­
culpado estuvo retenido por un lapso de seis ho­
ras con treinta minutos, no obstante que como 
superior jerárquico de los policías aprehenso­
res estaba obligado a poner de manera inmedia­
ta al detenido a disposición del Ministerio Pú­
blico, y al omitir dicha conducta no cumplió con 
lo dispuesto por el párrafo cuarto del artículo 16 
de la Constitución Federal, que dispone: “En 
los casos de delito flagrante, cualquier persona 
puede detener al indiciado, poniéndolo sin de­
mora a disposición de la autoridad inmediata 
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y ésta, con la misma prontitud, a la del Ministe­
rio Público”. 

En este sentido, la puesta a disposición se pro­
longó por varias horas; no obstante, la autori­
dad presuntamente responsable señala que los 
policías municipales no actuaron indebidamen­
te, ya que la supuesta retención de “seis horas 
y media” no rebasa lo señalado en el artículo 61 
del Bando de Policía y Buen Gobierno de Aca­
yucan, Veracruz, que en su fracción IV dice: 
“queda estrictamente prohibido a la Policía Mu­
nicipal retener a su disposición a una persona 
por más de 12 horas”. 

Al respecto, es conveniente hacer notar que 
de conformidad con nuestra Constitución Federal 
los elementos policiales debieron ponerlo inme­
diatamente a disposición de las autoridades com­
petentes, porque el abstenerse de cumplir con di­
cha obligación deja de observar lo dispuesto en 
su artículo 16, el cual establece que el inculpa­
do deberá ser puesto “sin demora a disposición de 
la autoridad inmediata y ésta, con la misma pron­
titud, a la del Ministerio Público”. Considerando 
que la Carta Magna, de acuerdo con su artículo 
133, es Ley Suprema en toda la Unión, a pesar 
de las disposiciones en contrario existentes en 
los ordenamientos estatales, entonces los servi­
dores públicos deben estar a lo dispuesto en la 
Constitución Federal, en virtud de que la mis­
ma está sobre las disposiciones legales de ca­
rácter local, en este caso del propio Bando de 
Policía y Buen Gobierno, por lo que los inte­
grantes de ese Ayuntamiento tendrán que cum­
plir primeramente el mandato constitucional. 

Además, según lo establecido en el último pá­
rrafo del artículo 7 de la Ley Número 71, la cual 
establece las bases normativas conforme a las 
cuales los Ayuntamientos del Estado Libre y So­
berano de Veracruz deberán expedir sus Ban­

dos de Policía y Buen Gobierno, Reglamentos, 
Circulares y Disposiciones Administrativas de 
Observancia General, “será motivo de respon­
sabilidad no poner inmediatamente a disposición 
de las autoridades competentes a los presuntos 
responsables de la comisión de delitos, faltas o 
infracciones, así como abocarse por sí misma 
al conocimiento de hechos delictuosos y a deci­
dir lo que corresponda a otras autoridades”. 

Tampoco acataron lo dispuesto por el artícu­
lo 7, apartados 2 y 3, de la Convención Ameri­
cana sobre Derechos Humanos, ratificada por 
nuestro país el 24 de marzo de 1981, la cual en­
tró en vigor el 18 de julio del año citado, que 
dice: “Nadie puede ser privado de su libertad fí­
sica, salvo por las causas y en las condiciones 
fijadas de antemano por las Constituciones Po­
líticas de los Estados parte o por las leyes dic­
tadas conforme a ellas”, por lo que nadie puede 
ser sometido a detención o encarcelamiento ar­
bitrarios. 

D. Atentados contra la integridad física. 

Respecto de los actos de maltrato, esta Comi­
sión Nacional advierte que la detención efec­
tuada por los policías municipales se realizó en 
forma por demás arbitraria al haberlo golpea­
do en el momento de la detención, lo cual quedó 
acreditado con los certificados médicos elabo­
rados por un facultativo adscrito a la Procura­
duría del Estado y por el médico del Centro de 
Readaptación Social de Acayucan, y aun cuan­
do el Presidente Municipal de Acayucan niega 
tal acto, el mismo queda desvirtuado al referir 
que “el hecho de que exista un certificado mé­
dico, cuyo dictamen manifieste que hubo una 
alteración en la salud física del quejoso, no por 
eso debe ser atribuida a los elementos policia­
cos, sin tomar en consideración las condiciones 
que se llevaron a cabo en el momento de su de­

62 



Recomendaciones 

tención y el riesgo que corrieron los policías para 
lograr la aprehensión del sujeto activo”. 

Además, la conducta de los policías munici­
pales de Acayucan no es coincidente con lo es­
tablecido en la Convención Americana sobre De­
rechos Humanos, ratificada por México el 24 
de marzo de 1981, que en su artículo 7 estable­
ce que toda persona tiene derecho a su seguri­
dad personal. 

Asimismo, no pasa inadvertido el acto de la 
detención del menor Juan Valencia Pérez, pues 
quedó corroborado que, aun cuando el Presidente 
Municipal y el Director General de Seguridad 
Pública de Acayucan negaron haberlo realizado, 
dicho aseguramiento se realizó en presencia de 
su madre y hermanas, manifestando éstas que 
el 10 de enero de 1999 fue detenido y llevado a 
la carretera que se localiza a 300 o 400 metros 
de distancia, donde lo dejaron en libertad. 

En tal virtud, si bien es cierto que metros ade­
lante fue liberado, también lo es que de las decla­
raciones vertidas por sus familiares se desprende 
que el menor fue indebidamente detenido, con 
lo cual queda de manifiesto que los servidores 
públicos adscritos a la Policía Municipal de Aca­
yucan no observaron el artículo 16 de la Cons­
titución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, el cual señala que nadie podrá ser molestado 
en su persona, familia, domicilio, papeles o pose­
siones, sino en virtud de mandamiento escrito 
de una autoridad competente, por lo que cabe 
advertir que todo servidor público únicamente 
puede realizar lo que le permite la ley, y en caso 
de que dichas acciones no se apoyen en tal prin­
cipio, éstas carecen de base y sustento convir­
tiéndose en actos contrarios a Derecho. 

En el mismo tenor, como ya se mencionó en 
el caso de su hermano Salvador Valencia Pé­

rez, los policías municipales de Acayucan vio­
laron los Derechos Humanos del menor de edad 
Juan Valencia Pérez, al realizar la detención arbi­
traria, sin contar con las correspondientes ór­
denes de localización o presentación ni cateo, 
lo que en conclusión se traduce en abuso en sus 
funciones de autoridad. 

En resumen, los servidores públicos adscri­
tos a la Policía Municipal de Acayucan viola­
ron los Derechos Humanos de los agraviados al 
realizar detenciones arbitrarias sin las respec­
tivas órdenes de aprehensión o cateo, y reten­
ción injustificada en contra de uno de ellos, lo 
que se traduce en abuso de sus funciones de au­
toridad, ya que los servidores públicos munici­
pales faltaron al deber que el cargo les imponía 
en términos del artículo 46 de la Ley de Res­
ponsabilidades de los Servidores Públicos para el 
Estado de Veracruz. 

Por otra parte, el hecho de haber detenido me­
diante golpes al señor Salvador Valencia Pérez, 
sin contar con orden de aprehensión o cateo y 
de haberlo retenido por seis horas y media, así 
como de haber detenido al menor Juan Valen­
cia Pérez, podrían resultar conductas ilícitas pre­
vistas en el artículo 254 del Código Penal para 
el Estado de Veracruz. 

Por lo expuesto anteriormente, esta Comisión 
Nacional se permite formular respetuosamente 
a usted, Presidente Municipal de Acayucan, Ve­
racruz, la siguiente: 

V. RECOMENDACIÓN 

ÚNICA. Se cumpla el primer punto de la Reco­
mendación 47/99 que dirigió a usted la Comi­
sión de Derechos Humanos del Estado de Ve­
racruz, el 14 de julio de 1999. 
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La presente Recomendación, de acuerdo con 
lo señalado en el artículo 102, apartado B, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Me­
xicanos, tiene el carácter de pública y se emite 
con el propósito fundamental tanto de hacer una 
declaración respecto de una conducta irregular 
por parte de servidores públicos en el ejercicio 
de sus facultades que expresamente les confie­
re la ley, como de obtener la investigación que 
proceda por parte de las dependencias adminis­
trativas o cualesquiera otras autoridades com­
petentes para que, dentro de sus atribuciones, 
apliquen las sanciones conducentes y se subsa­
ne la irregularidad cometida. 

De conformidad con el artículo 46, párrafo 
segundo, de la Ley de la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos, solicito a usted que la res­
puesta sobre la aceptación de esta Recomenda­
ción, en su caso, sea informada dentro del tér­
mino de 15 días hábiles siguientes a la fecha en 

que haya concluido el plazo para informar so­
bre la aceptación de la misma. 

Con el mismo fundamento jurídico, solicito 
a usted que, en su caso, las pruebas correspon­
dientes al cumplimiento de la Recomendación 
que se le dirige se envíen a esta Comisión Na­
cional dentro de un término de 15 días hábiles 
siguientes a la fecha en que haya concluido el pla­
zo para informar sobre la aceptación de la misma. 

La falta de presentación de las pruebas dará 
lugar a que se interprete que la presente Reco­
mendación no fue aceptada, por lo que la Comi­
sión Nacional de los Derechos Humanos quedará 
en libertad de hacer pública esta circunstancia. 

Atentamente
 

El Presidente de la Comisión Nacional
 
Rúbrica
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